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Introducción

Hasta ahora los esfuerzos de la UE por parar las violaciones al Estado de Derecho por parte de países como 
Polonia y Hungría han sido bastante infructuosos. La UE ha hecho frente a esta situación a través de meca-
nismos que no han tenido el poder coercitivo suficiente para frenar el avance de las violaciones de los valores 
fundamentales de la UE. En esta situación la UE se encuentra en una clara disyuntiva: o bien tolera estos 
regímenes y acepta de manera tácita las violaciones que se están llevando de los valores fundamentales re-
cogidos en el artículo 2 TUE, o adopta una postura totalmente contraria a lo que estaba haciendo hasta ahora 
y enfrenta este problema de manera directa a través de sanciones contra gobiernos que han sido legalmente 
electos y que actúan de acuerdo a sus propias normas nacionales (Closa, 2020). 

Sabiendo que la Unión Europea cuenta con ciertos mecanismos como el artículo 7 TUE para hacer frente a 
este tipo de situaciones, ¿por qué los Estados no cumplen con las responsabilidades que asumieron al en-
trar en la UE? ¿Puede ser que haya una explicación en la forma en la que el entramado de instituciones está 
constituido? ¿Realmente es una cuestión de inaptitud de los mecanismos establecidos o más bien una falta 
de voluntad política para aplicarlos?

El sistema reactivo establecido, pese a que objetivamente parece estar bien ideado y tener unos cimientos 
lógicos, en la práctica resulta inaplicable e inservible para el fin requerido: los estados infractores siguen 
llevando a cabo sus actuaciones sin ningún temor. Se ha observado que este problema no se achaca a la 
inactividad de una única institución, sino la concatenación de toma de decisiones o ausencia de iniciativas 
por parte de unas instituciones u otras que de manera combinada nos dejan en una situación de ausencia de 
reacción por parte de la Unión ante situaciones de violación del Estado de Derecho (Closa, 2020). 

En el contexto del incumplimiento del respeto al Estado de Derecho las explicaciones que predominan ante 
la falta de actuación por parte del Parlamento Europeo se basan en la idea del partidismo que existe en la 
asamblea de la UE (Kelemen, 2017). Kelemen nos habla de la existencia un “equilibrio autoritario”, que su-
pone que el sistema de familias políticas europeas proteja a líderes claramente autoritarios. Se trata de una 
tendencia por parte de los partidos europeos hacia la protección de los gobiernos que pertenecen a sus fa-
milias políticas (Kelemen, 2020). 

Por otro lado, la Comisión es sin duda la institución más comprometida en relación a las infracciones del 
Estado de Derecho. Pese a su falta de iniciativa y asertividad, esta institución consiguió activar en 2017 el 
mecanismo del artículo 7 contra Polonia y ha puesto en marcha un gran número de procedimientos de in-
fracción. No obstante, la Comisión se ha mostrado más reticente en la puesta en marcha del artículo 7 TUE. 
En lo relativo a este mecanismo, parece ser que la inactividad de la Comisión no se basa tanto en un partidis-
mo como ocurre en el caso del Parlamento (Closa, 2019), sino en un ejercicio de previsión y cálculo sobre la 
respuesta que pueden otorgar el resto de instituciones antes de dar un paso en falso. La Comisión calcula las 
opciones para asegurar el cumplimiento, condicionando su actuación a la existencia de garantías de éxito, 
en vez de pasar directamente a buscar una aplicación de los mecanismos (Closa, 2020). Esta forma de ac-
tuación cautelosa se basa principalmente en la idea de que la falta de apoyo por parte de otras instituciones 
puede resultar un ataque directo en la legitimación de la Comisión. Debemos recordar que la Comisión en 
virtud del artículo 7 TUE posee el poder de iniciativa, pero no forma parte del proceso de toma de decisiones 
que se encuentra delegado en el Parlamento y el Consejo. Según Kochenov y Pech (2016) la falta de apoyo por 
parte del Consejo explica la actitud calculada de la Comisión.

Por su parte, el Consejo es una institución que, a diferencia de la Comisión, no trabaja bajo una voluntad 
colectiva sino que agrega las preferencias e intereses individuales de los 27 miembros. Según Closa (2020), las 
preferencias por el estricto respeto de las competencias nacionales y la proximidad geopolítica, combinadas 
con la simpatía por los objetivos políticos de las autoridades encargadas, podrían explicar las posiciones de 
los gobiernos. Dichas preferencias individuales determinan gran parte del comportamiento del Consejo y se 
ven reflejadas en el momento de la votación. Según Pech y Scheppele (2017), la existencia de más de un go-
bierno infractor, como son Polonia y Hungría, hace prácticamente imposible la aplicación de la cláusula san-
cionadora del artículo 7. Los estados autoritarios han tejido alianzas y grupos de presión dentro del propio 
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Consejo, creando importantes redes de apoyo mutuo. Uno de los ejemplos más claros es la unión del grupo 
de Visegrado (Garai, 2018). Un mecanismo que amenace con sancionar violaciones del estado de derecho en 
Hungría o Polonia, por lo tanto, será vetado no solo por dichos países, sino por una serie de aliados, como 
Bulgaria, Malta o la República Checa, que entienden que ese mismo instrumento podrá ser usado contra 
ellos en el futuro. 
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Capítulo I. Delimitación del trabajo

1. Justificación de la elección del tema
La lucha por el respeto hacia el Estado de Derecho comenzó años atrás cuando países como Polonia y Hun-
gría decidieron a emprender el camino en la senda de reformas contra la independencia judicial, la demo-
cracia y el Estado de Derecho. Desde entonces, la Unión no ha hecho más que tratar de dar respuesta a este 
problema.

Realmente la defensa de los valores de la Unión es una cuestión fundamental como ciudadanos de la Unión. 
Estos valores recogidos en el artículo 2 TUE son el núcleo que nos caracteriza como europeos. Todos los 
estados miembros comparten estas características comunes y le dan un sentido a este proyecto común. El 
respeto a los mismos es algo fundamental, puesto que la amenaza de los mismos no sólo está amenazando 
a la Unión como instituciones sino como una comunidad con unas aspiraciones y filosofía conjunta, en la 
cual, pese a la pluralidad y las divergencias culturales, todos debemos respetar los derechos fundamentales, 
la democracia y el Estado de Derecho.

Han sido muchos los estudiosos que han hecho un análisis exhaustivo sobre los valores del artículo 2 TUE 
así como el mecanismo reactivo-sancionador del artículo 7 TUE para hacer frente a las vulneraciones del Es-
tado de Derecho (inter alia: Kochenov, Magen y Pech, 2016; Neuwahl y Kovacs, 2020; Kochenov y Pech, 2015; 
Closa, 2020; Waldron, 2019). No obstante, este mecanismo ha quedado postergado a un segundo plano sin 
opción a ser realmente útil en la práctica debido a la falta de iniciativa por parte de la Unión y a la resistencia 
por parte de los EEMM para la puesta en marcha de sanciones en contra de sus intereses políticos. Es un 
mecanismo que en teoría se planteaba como ideal para combatir las situaciones de infracción del Estado de 
Derecho, pero que debido a las opiniones políticas individuales e intereses de los EEMM ha quedado poster-
gado a un segundo plano con una muy difícil puesta en marcha.

Después de un año convulso como consecuencia de la pandemia, parece que la Unión ha conseguido resur-
gir de ella más fuerte y con grandes planes de futuro. Podemos observar una Unión más ambiciosa y dispues-
ta a arriesgar más con sus actuaciones, avanzando más y más en el proceso de integración. En este año se ha 
propuesto por primera vez en la historia un fondo común de recuperación para hacer frente a la COVID-19, 
así como la posibilidad de condicionar estos fondos al respeto del Estado de Derecho. Sin duda dos propues-
tas muy importantes y que dicen mucho de la nueva actitud o camino que la Unión está tomando, tratando 
de arriesgar más y dar una respuesta más contundente a la situación de infracción de los valores de la Unión 
que ciertos estados llevan manteniendo durante demasiado tiempo.

Ahora que ha surgido esta nueva opción o instrumento, resulta realmente vital tener un conocimiento fide-
digno del mismo, hacernos una idea de qué podemos esperar de él y cómo va a ser puesto en marcha en la 
práctica. Se trata de una cuestión muy reciente que no ha sido objeto de estudio en profundidad por el mo-
mento. Es por ello que la elección de este tema para la realización de mi Trabajo de Fin de Máster me ha pa-
recido de lo más oportuna. Como broche a este año de profundización en el conocimiento sobre la historia, 
constitución, funcionamiento y objetivos de la Unión, me ha parecido muy interesante elegir este tema para 
poder entender mejor en qué línea va a avanzar la protección hacia el Estado de Derecho, así como cuál es 
la perspectiva para los próximos años en esta materia, ya que es una cuestión capital que sin duda marcará 
el futuro de la Unión. 

2. Objeto de estudio
En consecuencia con lo anterior, el objeto de estudio de este trabajo es examinar en profundidad el mecanis-
mo de condicionalidad de los fondos de la Unión al respeto del Estado de Derecho. 

El mecanismo de condicionalidad de los fondos de la Unión fue aprobado el pasado 16 de diciembre de 2020, 
entrando en vigor el uno de enero de este año. A través del mismo se pretende dar una respuesta eficaz a la 
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situación de infracción del Estado de Derecho que se lleva prolongando durante los últimos años, condicio-
nando la recepción de los fondos europeos a la buena gestión financiera y al respeto del Estado de Derecho.

En este trabajo realizaremos, primero, un breve análisis histórico para conocer de qué manera ha estado 
presente la condicionalidad a lo largo del tiempo en la Unión Europea y cómo ha terminado aplicándose a 
los fondos, así como la forma en la que se ha ido desarrollando la protección del Estado de Derecho. Estudia-
remos y analizaremos cuáles han sido los principales fallos de los instrumentos anteriores en esta materia 
para llegar a la raíz de por qué los Estados Miembros no están cumpliendo con la obligación de respetar los 
valores fundamentales de la Unión, consagrados en el artículo 2 TUE. Trataremos de averiguar si esta situa-
ción ha sido consecuencia de las características del entramado institucional de la Unión o, por el contrario, 
si es una consecuencia de las decisiones políticas individuales de los EEMM.

Después, pasaremos a hacer un estudio más conciso de la condicionalidad de los fondos de la Unión al Esta-
do de Derecho. El objetivo final es entender en qué contexto ha sido creado este instrumento: por qué la UE 
ha decidido dar este paso. Para ello analizaremos cuáles han sido los principales fallos de los instrumentos 
anteriores y cuáles han sido las razones que nos han hecho llegar a esta situación. Estudiaremos de forma 
extensa la manera en la que va a ponerse en marcha este mecanismo, las consecuencias que puede entra-
ñar la activación del mismo y qué cabe esperar de dicha aplicación de este instrumento. Con este trabajo se 
espera conocer un poco más la línea en la que se está moviendo la UE para la defesa del Estado de Derecho 
en la Unión.

3. Pregunta de investigación
La pregunta de investigación de este trabajo sería: ¿Por qué la Unión Europea ha optado por un instrumento 
como la condicionalidad de los fondos para hacer cumplir a los EEMM con el Estado de Derecho? 

Ligada a esta pregunta hay una serie de preguntas secundarias que nos podemos plantear: ¿por qué los 
EEMM no cumplen con las responsabilidades que asumieron al entrar en la UE? ¿Es una cuestión de inep-
titud de los mecanismos establecidos o más bien una falta de voluntad política para aplicarlos? ¿Es este el 
motivo por el cual ha sido necesario dar un paso más en las vías coercitivas al servicio de la Unión, creando el 
reglamento de condicionalidad de los fondos para permitir poder sancionar de alguna manera a los EEMM 
infractores? ¿Por qué se ha elegido este medio y no otro? ¿Hay algún motivo en especial por el cual se haya 
desarrollado este instrumento y no se haya pensado en otro método de sanción para los estados? ¿Qué in-
tereses pueden tener los estados en este procedimiento? ¿Qué papel juegan aquí las distintas instituciones? 
Todas estas cuestiones nos ayudarán a llegar a encontrar la respuesta de nuestra pregunta de investigación.

4. Hipótesis
Mis hipótesis previas a la realización de este trabajo, basándome en la información obtenida de la lectura 
previa de expertos en esta materia (Kochenov y Pech 2016; Pech y Schepelle, 2017; Kochenov, 2019), son las 
siguientes: 

La primera hipótesis es que la Unión Europea ha optado por la creación de este instrumento de condicio-
nalidad de los fondos de la Unión debido a que los mecanismos anteriores han quedado en algunos casos 
inaplicables y, en otros, han resultado ser vagamente eficaces para afrontar correctamente crisis del Estado 
de Derecho dentro de la Unión. 

Mi segunda hipótesis se basaría en la teoría de que los EEMM no están cumpliendo con sus obligaciones de 
respetar el Estado de Derecho debido a dos factores: por un lado, por una clara falta de voluntad política, 
pero también, por un ineficiente funcionamiento de las instituciones europeas a la hora de poner en marcha 
los distintos instrumentos existentes.

Mi tercera hipótesis es que la Unión Europea ha elegido este instrumento y no otro debido a que la condicio-
nalidad de los recursos económicos es la única vía que puede resultar ejercer realmente una coacción sobre 
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los Estados Miembros y puede dar lugar a una respuesta positiva y de compromiso por parte de los mismos 
para cumplir con sus deberes de respeto de los valores fundamentales de la Unión.

5. Metodología y desarrollo de la investigación
En cuanto a la metodología, para la realización de este trabajo se seguirá una investigación sobre narrativas 
organizadas de forma temporal. Como hemos señalado anteriormente, uno de los objetivos es aprender 
cómo ha evolucionado la cuestión del Estado de Derecho a lo largo del tiempo y cómo han ido respondiendo 
las instituciones ante estos conflictos en cada momento para lograr entender en qué punto nos encontramos 
actualmente y cuáles han sido los retos que han hecho que se haya decidido dar un paso más en esta materia. 
Para ello, nos ayudaremos de las fuentes primarias para poder observar de forma fehaciente las respuestas y 
estrategias empleadas por la Unión en la lucha por la defensa del Estado de Derecho.

El estudio de caso se centrará en el estudio de un instrumento de cumplimiento. Para analizar y comprender 
un instrumento de cumplimiento como es la condicionalidad de los fondos, utilizaremos información obte-
nida de expertos en la materia. En este aspecto, las fuentes utilizadas para la realización de este trabajo serán 
fundamentalmente secundarias. A través de la lectura de los trabajos de distintos autores especializados en 
esta materia así como el Reglamento 2020/2092 que ha permitido su creación, trataremos de hacer un aná-
lisis de este nuevo mecanismo y lo que cabe esperar de él. 
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Capítulo II. La condicionalidad de los Fondos Europeos: 
una nueva alternativa

Tras la reflexión introductoria realizada previamente, indicando cuáles son las principales flaquezas de las 
instituciones europeas, podemos ver claramente cual es el problema que lleva arrastrando durante largo 
tiempo la Unión Europea: Un complejo entramado institucional y una carencia de capacidad sancionadora 
y punitiva real por parte de la Unión para hacer cumplir las obligaciones a los EEMM.

La Unión Europea cuenta con instrumentos y métodos para combatir las violaciones a los valores funda-
mentales de la Unión, sí, ¿pero hasta qué punto son realmente útiles y eficaces? La Unión cuenta con el más 
que conocido mecanismo preventivo y reactivo-sancionador del artículo 7 TUE, un mecanismo específica-
mente creado para hacer frente a las situaciones en las que por un lado, exista un riesgo claro de violación 
grave por parte de un Estado miembro así como, por otro lado, aquellas situaciones en las que efectivamente 
se haya producido una violación grave y persistente de los valores de la Unión. 

También cuenta con procesos de diálogo, como el Marco del Estado de Derecho incorporado en 2014 por 
la Comisión para tratar de dar otro enfoque al problema, con la esperanza de llegar a negociaciones y re-
conducción de la situación sin necesidad de tener que tomar medidas más severas. Se trata de una opción 
planteada con el objetivo de que tenga un mayor impacto político y la Unión pueda avanzar en la línea de 
protección del Estado de Derecho a través de la persuasión y el consenso. 

Pese a que, como vemos, existen mecanismos y se han ido desarrollando otras alternativas para hacer frente 
a las situaciones de vulneración del Estado de Derecho, la realidad es que el exceso de obstáculos de carácter 
procedimental así como los conflictos entre instituciones han derivado en una situación de ineptitud total 
a la hora de dar una respuesta contundente hacia los estados infractores. Estos países lo saben bien y se han 
aprovechado de esta disfunción institucional para seguir actuando según sus propios ideales sin tener en 
cuenta el respeto a los valores establecidos en el artículo 2 TUE.

Es en este contexto en el cual aparece la propuesta de condicionalidad de los fondos europeos al respeto 
del Estado de Derecho. Una vez que nos hemos situado en esta línea debemos hacernos las siguientes pre-
guntas: ¿Es este el motivo por el cual ha sido necesario dar un paso más en las vías coercitivas al servicio de 
la Unión, creando el reglamento de condicionalidad para permitir poder sancionar de alguna manera a los 
EEMM infractores? ¿Por qué se ha elegido este medio y no otro? ¿Hay algún motivo en especial por el cual se 
haya desarrollado este reglamento y no se haya pensado en otro método de sanción para los estados? ¿Qué 
intereses pueden tener los estados en este procedimiento? ¿Qué papel juegan aquí las distintas instituciones? 
¿Cuál ha sido el contexto de creación del reglamento?

En mi opinión, llegados a este punto en el cual la Unión se ha mostrado incapaz de dar una respuesta eficaz 
para mantener a raya a países como Polonia y Hungría, la misma ha decidido condicionar a los países a tra-
vés de uno de los medios infalibles: el dinero. Y esto tiene una gran transcendencia debido a que se puede 
decir que el apoyo financiero de la UE ha ayudado durante mucho tiempo a sostener regímenes que erosio-
naban la democracia y el Estado derecho, llegando a “subvencionar de hecho el autoritarismo” (Kelemen, 
2017). Aprovechar esta debilidad y transformarla en una manera de forzar a los Estados miembros a que 
respeten el Estado de Derecho puede convertirse en un arma clave para la defensa de los valores de la Unión.

Los distintos fondos europeos han sido durante años un medio de sustento en el poder de ciertos gobiernos. 
Esto es así porque los gobiernos autocráticos pueden utilizar el acceso y control sobre la distribución de los 
fondos de la UE para ayudar a afianzar y asegurar sus regímenes (Kelemen, 2020). Estos fondos son funda-
mentales para el desarrollo de sus políticas estatales. Según Gervasoni (2010) la dinámica fiscal dentro de 
las políticas multinivel como es la Unión Europea puede llegar a perpetuar el autoritarismo a nivel estatal. 
Los gobiernos de carácter autoritario pueden utilizar las transferencias federales para apoyar sistemas que 
perpetúen su dominio. Dada la dinámica típica de las transferencias fiscales que se dan en sistemas federales 
o comunitarios como el nuestro, los estados con economías menos desarrolladas serán los que sean objeto 
de una mayor recepción de los fondos federales o comunitarios. Esto hace, según Gervasoni (2010), que los 
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regímenes o enclaves autoritarios que se sitúan en estos estados menos desarrollados dependan sustan-
cialmente de los fondos federales para financiar su propio régimen, en lugar de su propia base fiscal. Estas 
autocracias en la práctica funcionan como estados rentistas, donde la “renta” que los sostiene no proviene 
de los ingresos del petróleo o del gas, sino de su control de los fondos federales o comunitarios que fluyen 
hacia su estado.

Como consecuencia nos encontramos con que programas comunitarios que a priori plantean una trans-
ferencia fiscal bien intencionada puedan estar sosteniendo inadvertidamente la autocracia de algunos es-
tados miembros, financiando regímenes nacionales que desafían abiertamente las normas democráticas 
(Kelemen 2017). Ya se venía observando en casos como el de Grecia, donde según los autores Huliaras y 
Petropoulos (2016), los fondos de la UE actuaron como una forma de “maldición de los recursos”, alimen-
tando la corrupción. Cuando se trata de un país democrático que retrocede, esta “maldición de los recursos” 
resulta aún más perjudicial, pues en vez de financiar sectores públicos estos ingresos se orientan a afianzar 
los gobiernos autoritarios. Es el caso de Hungría, donde según estudiosos como Magyar (2016) una parte 
importante de la financiación de la Unión ha sido canalizada por el gobierno de Orbán hacia los bolsillos 
de todos aquellos colaboradores del régimen: Fidesz y miembros de la familia de Orbán se han visto más 
que beneficiados con estos fondos. Por supuesto, Estados miembros como Hungría que se han beneficiado 
directamente de los fondos europeos han decidido no someterse al escrutinio de la Fiscalía Europea, que 
busca combatir el fraude contra el presupuesto de la UE (Kelemen, 2020).

El presupuesto total de los Fondos Estructurales y de Inversión Europeos (FEI) en el período 2014-2020 fue 
de 450.000 millones de euros. Aquellos Estados miembros que fueron los mayores beneficiarios netos de 
este gasto de la UE recibieron cantidades enormes, que supusieron entre el tres y el cuatro por ciento del PIB 
anual. Sin ir más lejos, Polonia fue el país más beneficiado por los fondos estructurales en el período 2014-
2020 con 86.000 millones de euros (Comisión Europea, 2015). Por su parte, según relata Christian Keszthelyi 
en el ‘Budapest Business Journal’ (2017), Hungría depende directamente de la UE para financiar el 95% de 
sus inversiones públicas. En términos per cápita es el país que más fondos recibe por parte de la UE. Según 
este autor, el PIB del país creció un 4,6% entre 2006 y 2015 gracias a la financiación de la Unión, sin dicha 
posibilidad de acceder a los fondos europeos el porcentaje de crecimiento hubiera sido sólo de un 1,8% du-
rante el ciclo 2007-2013, por lo que podemos comprobar que dificultar el acceso de Hungría a los fondos en 
el período 2021-27 tendría consecuencias muy visibles sobre su economía. 

Lo que se desprende de esta lectura de los datos es que, si bien la UE ha resultado ser uno de los principales 
financiadores del retroceso democrático de los gobiernos miembros de la UE, actualmente se plantea frente 
a nosotros la posibilidad de transformar esta situación y reorientarla hacia la consecución de los objetivos 
europeos en materia de defensa y protección del Estado de Derecho. Las autoridades federales o comuni-
tarias pueden llegar a utilizar su control sobre la financiación para presionar a los autoritarios nacionales o 
locales para que cambien sus prácticas, puesto que necesitan estos fondos para poder mantener el funcio-
namiento de las políticas a nivel nacional. 

Precisamente, este último año a raíz de la situación causada por la pandemia COVID-19, las ayudas y fon-
dos de la Unión resultan ser unos recursos imprescindibles para que los Estados Miembros puedan hacer 
frente a esta crisis eficientemente. La condicionalidad de los presupuestos ha sido una medida claramente 
enfocada a tener un choque contundente con países que llevan años poniendo en entredicho los valores 
de la Unión. Esta medida, algo desesperada, trata de compensar y poner freno una situación que lleva pro-
longándose demasiado tiempo, tratando de mermar la capacidad que tienen ciertos gobiernos autoritarios 
de mantenerse en el poder mediante la imposición de dificultades al acceso de los fondos. A través de otro 
medio quizá la respuesta no habría sido tan inmediata por parte de los EEMM infractores, pero en este caso, 
países que necesitan tanto estas ayudas como son Polonia y Hungría se ven forzados a actuar con mayor 
cautela si no quieren verse en una situación más que complicada dadas las circunstancias y necesidades 
actuales debido a la COVID-19. 

Esta nueva condición podría arrojar algo de luz a la situación tan complicada que lleva enfrentando la 
Unión Europea los últimos años y desbloquear el bloqueo de actuación entre las distintas instituciones. Un 
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mecanismo en el cual se pueda conseguir una mayor cooperación política (debido como ya hemos comen-
tado a la necesidad de recepción del dinero), así como un procedimiento de activación y puesta en marcha 
del mismo más sencillo y con unas mayorías más asequibles (a diferencia del artículo 7 TUE) podrían ser la 
clave para dar por fin una respuesta eficaz a la situación.

 No obstante, debemos tener presente que al igual que ha pasado con otros mecanismos de defensa de los 
valores de la UE, tiene sus limitaciones en la práctica. Este mecanismo no se aplica para cualquier caso de 
infracción del Estado de Derecho: debe haber una conexión entre la vulneración del Estado de Derecho y la 
existencia de un riesgo de perjudicar los intereses económicos y financieros de la Unión. Así se establece en 
el artículo 4 del Reglamento: «Se adoptarán medidas adecuadas cuando se determine de conformidad con 
el artículo 6 que una vulneración de los principios del Estado de Derecho en un Estado miembro afecta o 
amenaza con afectar gravemente la buena gestión financiera del presupuesto de la Unión o la protección de 
los intereses financieros de la Unión de un modo suficientemente directo». Esto quiere decir que este me-
canismo no podrá ser aplicado de manera general para combatir las vulneraciones del Estado de Derecho, 
sino que tendrá que ir ligado a la puesta en peligro de los intereses económicos de la Unión, algo que puede 
resultar difícil de probar en ciertos casos. 

Pasemos a ver de forma más detenida y detallada el funcionamiento de este mecanismo así como cuál ha 
sido su proceso de creación hasta su aprobación el pasado diciembre, para poder entender mejor en qué 
casos y bajo qué circunstancias podrá ser aplicado. 
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Capítulo III. Desarrollo histórico de la propuesta de 
condicionalidad

1. El mecanismo de condicionalidad a lo largo del tiempo
El mecanismo de condicionalidad no es ninguna novedad en sí, se trata de una herramienta política de la 
Unión Europea que se lleva utilizando desde finales de la década de 1980 (Vita, 2017). Según Justyna Łacny 
(2021a), la condicionalidad se ha sustentado siempre en la idea de que los Estados miembros y terceros paí-
ses se vean bajo la necesidad de cumplir o alcanzar una serie de requisitos establecidos en la legislación de 
la Unión europea a cambio de poder disfrutar y mantener las ventajas obtenidas por el establecimiento de la 
relación con la UE. Es decir, la necesidad de que los países respeten la legislación de la UE ante el riesgo de 
poder perder las ventajas, especialmente las financieras. 

En un principio el mecanismo de condicionalidad estaba más orientado a las relaciones exteriores de la UE, 
se utilizaba sobre todo en acuerdos internacionales en los que la Unión Europea concedía ayuda humanita-
ria a terceros países con la condición de que éstos respetaran los derechos humanos (Łacny, 2021a). A día de 
hoy podemos encontrar casos donde esta política se sigue aplicando, como es el caso de los países que parti-
cipan en la Política Europea de Vecindad1, donde aquellos que siguen las indicaciones y acciones acordadas 
con la UE reciben ayuda financiera y otras medidas como la facilitación en el comercio.

Sin embargo, el mecanismo de condicionalidad también pasó a utilizarse cada vez más en las relaciones in-
ternas de la UE, es decir, en aquellos actos jurídicos que rigen las relaciones entre la UE y sus Estados miem-
bros. Una de las primeras manifestaciones de la condicionalidad se da en el procedimiento de adhesión a 
la Unión Europea (Halmai, 2018). Si los países candidatos quieren lograr entrar en la Unión, éstos deben 
ajustarse a los criterios de Copenhague establecidos en la decisión del Consejo Europeo de los días 21 y 22 
de junio de 1993, es decir, deben tener en su seno instituciones que garanticen una democracia estable, el 
Estado de Derecho, el respeto de los derechos humanos y las minorías, así como una economía de mercado 
que les permita a los actores económicos nacionales hacer frente a la presión competitiva y a las fuerzas del 
mercado dentro de la UE. 

Otro ejemplo claro del uso de la condicionalidad en el interior de la Unión fue el mecanismo de condiciona-
lidad macroeconómica que se introdujo en 1994 para apoyar el establecimiento de la Unión Monetaria Euro-
pea (Łacny, 2021a). A través del mismo se condicionó el acceso al Fondo de Cohesión a los Estados miembros 
menos desarrollados en aquel momento: Grecia, Irlanda, España y Portugal. Para poder acceder al mismo se 
les obligó a adoptar planes de convergencia económica y a cumplir las normas de déficit presupuestario que 
se habían fijado por la UE.

Un último ejemplo sería el de la crisis financiera que atravesó la Unión Europea en 2008. En aquel momento 
la UE condicionó el prestar apoyo a los Estados miembros con mayores dificultades presupuestarias a la ne-
cesidad de que los mismos cumplieran los criterios de convergencia macroeconómica (Łacny, 2021a). 

2. La aplicación de la condicionalidad en fondos europeos
En los últimos tiempos parece que ha habido un claro cambio en la manera en la que se está haciendo uso 
de esta condicionalidad. En los casos en los que hemos visto, esta condicionalidad en las relaciones internas 
de la Unión habría sido puesta en marcha en casos de gran importancia, donde se requería la cooperación 
de todos los Estados: la salida de la crisis de 2018, la adopción y puesta en marcha de la política monetaria 
en 1994, etc. Parecía claro que la función de cumplimiento que el mecanismo de condicionalidad pretende 
garantizar quedaba cubierta con el mero cumplimiento del principio de cooperación leal entre los Estados 

1	 Véase: https://eeas.europa.eu/diplomatic-network/european- neighbourhood-policy-enp/330/european-neighbourhood-policy-
enp_en; Communication to the European Parliament, the Council, the European Economic and Social Committee and the Committee 
of the Regions, A review of the European Neighborhood Policy (JOIN (2015) 50 final). 
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miembros que se fija en el artículo 4.3 TUE. Sin embargo, tras la ampliación del 2004 hacia los países del este, 
el respeto de este principio de cooperación leal se ha visto bastante viciado, en especial con las acciones lle-
vadas a cabo por países como Hungría, por lo que el uso de este mecanismo de condicionalidad se ha vuelto 
más recurrente.

No es la primera vez que se plantea el suspender los fondos de uno de los estados miembros de la Unión. 
Durante la larga y casi infructuosa lucha que la Unión está librando con el gobierno de Viktor Orbán para que 
cumpla con la normativa europea desde que llegó al poder en 2010, la Comisión ha llegado a suspender de 
forma ocasional algunos de los fondos que la UE aporta a Hungría. Esta reacción tuvo lugar en 2013, cuando 
el Parlamento húngaro promulgó la cuarta enmienda a la Ley Fundamental, desmantelando finalmente al 
Tribunal Constitucional húngaro así como otros controles y equilibrios del poder gubernamental (Hamai, 
2018). No obstante, tenemos que tener en cuenta que la suspensión no tuvo justificación en la grave viola-
ción del Estado de Derecho que tuvo lugar, sino en unas supuestas irregularidades que había cometido el 
gobierno en la gestión de las subvenciones al desarrollo.

Ese mismo año tuvo lugar la primera propuesta pública para vincular la distribución de los fondos de la 
Unión al respeto del Estado de Derecho por parte de los Estados miembros. Fueron los ministros de Asun-
tos Exteriores de Alemania, Países Bajos, Finlandia y Dinamarca quiénes tomaron la iniciativa en marzo de 
2013 a través de una carta a la Comisión Europea2, sugiriéndole la necesidad de implementar nuevas herra-
mientas para lograr que los Estados miembros persistentemente desviados se adaptaran. En particular, se 
proponía lo siguiente: “En esta etapa crítica de la historia europea, es de vital importancia que se protejan 
con firmeza los valores fundamentales consagrados en los Tratados europeos. La UE debe estar muy atenta 
cuando se pongan en peligro en cualquier lugar de sus fronteras. Y debe ser capaz de reaccionar rápida y 
eficazmente para garantizar el cumplimiento de sus principios más básicos. Proponemos que se aborde esta 
cuestión con carácter prioritario y creemos que la Comisión tiene un papel clave que desempeñar en este 
sentido. (…) Como último recurso, debería ser posible la suspensión de la financiación de la UE”, aunque 
sin llegar a sugerir un mecanismo claro que permitiera dicha suspensión (Scheppele, Kochenov y Grabows-
ka-Moroz, 2021).

Pero esta no fue la única intervención que se hizo en defensa del Estado de Derecho ese año. El Parlamento 
Europeo, tras ver la gran preocupación que había suscitado en la Comisión Europea la cuarta modificación 
de la Ley Fundamental húngara, emitió el Informe Tavares3 donde se hacía un estudio de la situación de los 
derechos fundamentales en Hungría. En dicho informe el Parlamento le pedía a la Comisión que respondie-
ra de manera adecuada a un cambio sistémico que se estaba dando en el sistema y la práctica constitucional 
y jurídica de un Estado miembro. Dicha institución animaba a la Comisión a que adoptara un enfoque más 
amplio que fuera capaz de abordar cualquier riesgo potencial de vulneración de los valores fundamentales. 
Además el Parlamento invitó al Consejo y a la Comisión a mantener activamente un seguimiento de la si-
tuación de la democracia y el Estado de Derecho en Hungría, manteniendo un diálogo a tres bandas sobre el 
artículo 2 TUE.

Podría decirse que la introducción del Marco para el Estado de Derecho de la Comisión en 2014 fue una re-
acción positiva a la demanda del Parlamento Europeo de la necesidad de una herramienta para abordar las 
deficiencias sistémicas del Estado de Derecho en los Estados miembros. No obstante, esta actuación una vez 
más resultó una medida laxa y sin el impacto suficiente, dejando de un lado esa propuesta de suspensión de 
los fondos. Además, la Comisión no dio respuesta a la petición del Parlamento de establecer un mecanismo 
común de control exhaustivo de los valores fundamentales, ignorando en gran medida el apoyo político y la 
oportunidad que le estaba brindando el Parlamento de poner en marcha medios más contundentes (Hege-
düs Daniel, 2019b).

Por otro lado, la colaboración por parte del Consejo no fue mucho mayor. El Consejo criticó duramente la 
nueva iniciativa por parte de la Comisión, afirmando que este Marco para El Estado de Derecho violaba el 

2	 Extractos de la misma disponibles aquí: https://www.theguardian.com/world/2013/mar/08/hungarian-prime-minister-warned-
power

3	 Disponible en: https://www.europarl.europa.eu/doceo/document/A-7-2013-0229_EN.html?redirect 
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principio de atribución, sirviendo de excusa para justificar la falta de cooperación del Consejo con la Comi-
sión (Hegedüs, 2019a). Fue así como en diciembre de 2014 el Consejo anunció la creación de un mecanismo 
propio: el llamado Procedimiento de “Diálogo sobre el Estado de Derecho”4. Otra medida más basada en el 
compromiso político de los estados miembros de la UE en el ámbito del Estado de Derecho pero sin ningún 
tipo de impacto punitivo y sancionador.

El debate sobre la necesidad de una condicionalidad de los fondos se volvió a reabrir en el año 2016. No 
fueron pocas las figuras políticas que decidieron alzar la voz en este aspecto. En dicho año dos diputados ale-
manes propusieron de nuevo en el Parlamento Europeo la imposición de verdaderas sanciones financieras a 
países como Polonia y Hungría. La eurodiputada demócrata-cristiana Ingeborg Grässle, jefa de la comisión 
de control presupuestario del Parlamento en aquellos años, indicó que “debería haber normas más estrictas 
para el desembolso de los fondos. Los países que no respeten las leyes de la UE o no participen lo suficiente 
en el reasentamiento de inmigrante o registro de refugiados deberían ser privados de fondos” (Halmai, 2018). 
También el vicepresidente del Parlamento en aquel momento, el liberal Alexander Graf Lambsdorff, pun-
tualizó el cómo Polonia y Hungría, siendo los países receptores netos de los fondos de la Unión, han estado 
despreciando los valores de la Unión: “El gobierno federal debe garantizar, cuando se revise el presupuesto 
de la UE este otoño, que los países de la UE que son receptores netos, como Polonia y Hungría, muestren más 
solidaridad en la cuestión de los refugiados y también respeten los valores europeos” (Halmai, 2018).

Otros líderes políticos, como el ahora presidente francés Emmanuel Macron, declararon que “no se puede 
tener una Unión Europea que discuta cada decimal sobre la cuestión de los presupuestos de cada país y que, 
cuando se tiene un miembro de la UE que actúa como Polonia o Hungría en cuestiones relacionadas con 
las universidades o el aprendizaje, o los refugiados, o los valores fundamentales, se decida no hacer nada” 
(Bertrand, 2017). 

Por su parte Vivian Reding, miembro del Parlamento Europeo y ex comisaria de la UE para la justicia y los 
derechos fundamentales dejó clara cual era la solución: “Esta sería la forma más eficaz de influir en el com-
portamiento de un gobierno como el polaco: establecer un vínculo con el dinero. Es lo único que entienden” 
(Stearns, 2017).

El debate se encontraba sobre la mesa, cada vez estaba más claro que se debían adoptar medidas contun-
dentes contra los Estados miembros infractores, no obstante parecía que ninguno de los actores políticos 
sabía como implementar correctamente esta condicionalidad, en qué marco jurídico adaptarlo o cómo se 
debería proceder sin que se pusiera a la Unión Europea en una posición de actuación arbitraria y desampa-
rada en derecho contra los Estados miembros. Además, el hecho de cómo podría afectar la retirada o condi-
cionamiento de fondos de la Unión a ciertos Estados Miembros preocupaba especialmente por cómo podría 
golpear esta actuación a los ciudadanos de dicho estado. Realmente, se trataba de conseguir un modo eficaz 
de controlar las actuaciones de los gobiernos infractores pero intentando infligir el menor impacto posible 
en los ciudadanos de dichos países, puesto que realmente se ven atrapados en una situación de vulnerabili-
dad y desprotección en la cual sufren consecuencias negativas que únicamente deberían ser implementadas 
a los dirigentes del país.

En 2017 el Parlamento Europeo adoptó una nueva medida en relación a los fondos, vinculando su control en 
el caso húngaro debido a la falta de respeto de Budapest hacia los valores y políticas de la UE, tras negarse a 
seguir las indicaciones europeas en materia de migración y refugiados. Se realizó un debate sobre Hungría 
en la sesión plenaria del 26 de abril de 2017, donde el Parlamento llevó a cabo una resolución que afirmaba 
que “los recientes acontecimientos en Hungría han provocado un grave deterioro del Estado de Derecho, la 
democracia y los derechos fundamentales, que está poniendo a prueba la capacidad de la UE para defender 
sus valores fundacionales”. Por ello, se pedía en esta resolución que la Comisión Europea supervisara estric-
tamente el uso de los fondos de la UE por parte del Gobierno húngaro (Resolución Parlamento Europeo, 
2017/2656(RSP)). 

4	 Council of the European Union, Press Release – 3362nd Council Meeting, 16 December 2014, http://data.consilium.europa.eu/doc/
document/ST-16936-2014-INIT/en/pdf
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El Gobierno alemán tomó una actitud mucho más punitiva y fue mucho más allá con respecto a la petición 
del Parlamento5. Alemania redactó una propuesta en 2017 con fundamento en la situación que estaba te-
niendo lugar en Polonia, sugiriendo la vinculación de recepción de fondos de cohesión de la UE al respeto 
de los principios democráticos. Alemania ha sido un país que ha promovido mucho la utilización del pre-
supuesto para poner remedio a situaciones de incumplimiento dentro de la Unión. Un ejemplo de ello fue 
también la proposición, junto a Austria e Italia, de utilizar la condicionalidad del gasto comunitario para 
desalentar el incumplimiento por parte de los Estados miembros del acervo de la UE en el caso de migración 
y asilo, más concretamente con el plan de reubicación de refugiados del Consejo (Halmai, 2018).

La Comisión no se mantuvo al margen durante este período de tiempo. Dentro de esta institución también 
hubo comisarios que plantearon la posibilidad de condicionar los fondos de la UE después de 2020, como 
fue el comisario alemán de Presupuestos de la Comisión Europea Günther Öttinger6. También la comisa-
ria Jourová abogó por este requisito de condicionalidad: “Tenemos que garantizar que los fondos de la UE 
tengan un impacto positivo y contribuyan de forma más general a promover los derechos y los valores fun-
damentales de la UE. Por eso tengo la intención de explorar la posibilidad de reforzar la condicionalidad 
de los derechos y valores fundamentales de la financiación de la UE para complementar las obligaciones 
legales existentes de los Estados miembros de garantizar el respeto de la Carta al ejecutar los fondos de la 
UE” (Speech/17/403). El 23 de noviembre de 2017, Hans Eichel, ex ministro de finanzas de Alemania, y Pascal 
Lamy, ex comisario europeo, en nombre también de los ex comisarios europeos Franz Fischler y Yannis Pe-
leokrassas, enviaron una carta abierta al presidente de la Comisión Europea, Jean-Claude Juncker, pidiendo 
que la Comisión suspendiera de forma temporal el pago de todos los fondos de la UE a Hungría7. 

3. La primera propuesta formal de condicionalidad en fondos europeos
Tras diversas e insistentes peticiones por distintos actores del panorama político europeo sobre la necesidad 
de implementar la condicionalidad de los fondos, la Comisión Europea decidió actuar a mediados de febrero 
de 2018, a través de una Comunicación sobre Un nuevo y moderno marco financiero plurianual para una 
Unión Europea que cumpla eficazmente sus prioridades después de 2020 como contribución a la reunión in-
formal de líderes (COM/2018/098 final). En dicha comunicación la Comisión sugería, como parte del debate 
público, la posibilidad de que el desembolso de los fondos del presupuesto de la UE pudiera vincularse al 
respeto de los valores establecidos en el artículo 2 del Tratado de la UE, en particular al Estado de Derecho 
en los Estados miembros. Alemania apoyó esta comunicación fervientemente con la distribución al poco 
tiempo de un libro blanco a otros Estados miembros de la UE en el que proponía vincular los fondos de co-
hesión al respeto de los principios de solidaridad de la UE (Halmai, 2018). El gobierno alemán en todo este 
tiempo no se ha mostrado tímido al dejar claro su deseo por un mayor respeto de las políticas y los valores 
fundamentales de la UE, incluidos el Estado de Derecho y la migración.

Sin embargo, en octubre de 2018 el Servicio Jurídico del Consejo lanzó un revés en el avance de la condi-
cionalidad de los fondos al anunciar su firme oposición a la prevista introducción de la condicionalidad 
del Estado de Derecho en la gestión de los Fondos Estructurales y de Inversión Europeos propuesta por la 
Comisión (COM/2018/324 final). Según el Consejo, esta propuesta creaba un mecanismo de sanción que 
se encontraba fuera del ámbito de aplicación del artículo 7 TUE y, por tanto, resultaba no conforme con los 
Tratados. Según Hegedüs (2019a), el Servicio Jurídico del Consejo estaba tan aferrado a la interpretación 
restrictiva del principio de atribución y al papel exclusivo del artículo 7 del TUE en materia de defensa de los 
valores fundamentales, que estaba dispuesto a ir en contra de los intereses de importantes Estados miem-
bros como son Alemania y Francia.

5	

6	

7

Nota de prensa aquí: http://www.politico.eu/article/poland-rule-of-law-europe-germany-berlin-looks-into-freezing-funds -for-eu-
rule-breakers/ 

Disponible en: https://euobserver.com/institutional/138063 

Véase: http://hungarianspectrum.org/2017/11/28/open-letter-to-jean-claude-jncker /
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Cabe decir, no obstante, que antes de que el Consejo tratara de debilitar la propuesta de la Comisión, ésta 
ya había sido criticada por muchos. Otros críticos han argumentado que el propio proyecto de la Comisión 
no era lo suficientemente preciso debido a la falta de criterios definitorios claros que permitieran una eva-
luación inequívoca de si el Estado de Derecho estaba presente o ausente en un Estado miembro concreto 
(Scheppele, Kochenov y Grabowska-Moroz, 2021). De hecho el propio Tribunal de Cuentas Europeo criticó 
este proyecto de reglamento por no prever recursos legales pertinentes para los Estados miembros afectados 
por la adopción de las herramientas previstas en este proyecto.

4. Finalmente: la aprobación de la condicionalidad en fondos europeos
No obstante lo anterior, pese a la negativa del Consejo y otros actores europeos, este proyecto de la condi-
cionalidad de los fondos no fue desechado, sino que fue enmendado por el Parlamento Europeo en 2019 a 
través de su resolución del 4 de abril sobre la propuesta de un reglamento sobre la protección del presupues-
to de la Unión en caso de deficiencias generalizadas del Estado de Derecho en los Estados miembros (Re-
solución legislativa del Parlamento Europeo, de 4 de abril de 2019) y aprobado finalmente, tras unos ciertos 
ajustes, el 16 de diciembre de 2020.

La consecución de la aprobación del reglamento no ha sido sencilla. Polonia y Hungría no han hecho más 
que poner trabas al avance de la aprobación de este mecanismo. En julio de 2020 se llevó a cabo una cumbre 
europea para fijar las condiciones de aprobación de los fondos europeos. Ambos países parecían abiertos 
a la aprobación de los fondos y presupuestos de la Unión, pero cambiaron su posición después de que los 
eurodiputados presionaran para insertar un mecanismo que permitiría a la UE cortar fondos a países que no 
respetan los estándares del bloque (Pitchers, 2020).

El último de los golpes contra la aprobación del mecanismo de condicionalidad de los fondos de la Unión 
vino dado por la situación de veto generada por Polonia y Hungría el pasado noviembre ante su negativa 
de dar luz verde a los presupuestos si los mismos se encontraban condicionados al respeto del Estado de 
Derecho.8 Fue en dicho mes cuando los Primeros Ministros de Polonia y Hungría firmaron la Declaración de 
Budapest9, indicando que no cederían ante un chantaje de la social-burocracia europea que trata de imponer 
su visión arbitraria sobre el Estado de Derecho en estas dos naciones. Entre sus quejas, figuraba el hecho de 
que el acceso a los fondos de la Unión se sometiera al cumplimiento de, según ellos, unos criterios subjetivos 
y ambiguos impuesto por una mayoría sin opción de bloqueo ya que esta decisión chocaría frontalmente 
con la soberanía de las naciones.

La situación empezaba a ser desesperante, ya que los Estados Miembros necesitaban la disponibilidad de 
estos fondos con la mayor celeridad posible para poder hacer frente a la crisis provocada por la pandemia 
COVID-19. El Parlamento mantenía que no haría ninguna concesión más a Polonia y Hungría, mantenién-
dose firme en su posición de condicionar los fondos al Estado de Derecho (Pitchers, 2020); mientras que 
Polonia y Hungría por su lado se negaban a ceder en su posición. “La situación actual que impide la rápida 
conclusión del proceso legislativo es creada por quienes establecieron un vínculo entre el Estado de Dere-
cho y el presupuesto de la UE. Nuestra posición ha sido clara desde el comienzo de las negociaciones que 
comenzaron con la propuesta de la Comisión en 2018. Se sabía que esa vinculación conllevaba el riesgo de 
bloquear el proceso de aprobación del paquete financiero MFP/Next Generation EU”, indicaba el Primer 
Ministro húngaro Viktor Orbán10. 

La presidenta alemana Angela Merkel ha jugado un papel estratégico en la obtención de un desenlace espe-
ranzador para la Unión: la presidenta del Consejo en aquel momento consiguió entablar un diálogo con los 

8	 Véase: https://www.theguardian.com/world/2020/nov/16/eu-hungary-veto-budget-viktor-orban 

9	 Disponible en: https://abouthungary.hu/news-in-brief/heres-the-joint-declaration-of-the-prime-minister-of-poland-and-the-
prime-minister-of-hungary 

10	 Declaraciones disponibles en: https://abouthungary.hu/news-in-brief/heres-the-joint-declaration-of-the-prime-minister-of-
poland-and-the-prime-minister-of-hungary 
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gobiernos polaco y húngaro, dando lugar al desbloqueo de la situación11. A cambio de que se estableciera 
una red de garantías para asegurar que este mecanismo no será en la práctica discriminatorio, se ha conse-
guido aprobar el texto parlamentario sin modificaciones. Sin duda este ha sido un gran paso. Por primera 
vez en mucho tiempo se ha mostrado la voluntad política necesaria para seguir avanzando en la lucha por la 
defensa de los valores de la Unión, aprobando un mecanismo que podrá servir para hacer frente a las viola-
ciones del Estado de Derecho de forma más contundente. Pasemos a ver a continuación cómo funciona este 
instrumento, de qué manera se ha de poner en marcha y qué papel tienen las distintas instituciones en todo 
este procedimiento.

11	 Véase: https://www.europarl.europa.eu/news/es/press-room/20201211IPR93622/aprobada-la-condicionalidad-de-los-fondos-al-
respeto-del-estado-de-derecho 
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Capítulo IV. Cómo se pone en marcha este nuevo 
instrumento: funcionamiento de la condicionalidad de los 
fondos europeos

El Reglamento 2020/2092 es el texto legal que sienta las bases necesarias para poder poner en práctica esta 
protección del presupuesto de la Unión en el caso de que se produzca una infracción del Estado de Derecho 
por alguno de los Estados Miembros, así lo recoge su artículo 1: “El presente Reglamento establece las dispo-
siciones necesarias para la protección del presupuesto de la Unión en caso de vulneración de los principios 
del Estado de Derecho en los Estados miembros”. Este es el texto legislativo que contiene todas las claves 
sobre cómo se pondrá en marcha este nuevo instrumento y cuál será el procedimiento a seguir.

1. Base legal
La creación de este reglamento para la condicionalidad de los fondos de la Unión al Estado de Derecho tiene 
su base legal en el artículo 322, apartado 1, letra a) del TFUE. Este artículo, incluido en la parte del Tratado 
que contiene disposiciones financieras, autoriza al Parlamento Europeo y al Consejo a adoptar reglamentos 
o procedimientos para establecer y ejecutar el presupuesto de la Unión. Como ya sabemos, el objetivo de 
la condicionalidad de los fondos es proteger el presupuesto de la Unión contra los perjuicios derivados del 
incumplimiento del Estado de Derecho por parte de los Estados miembros. La selección del artículo 322, 
apartado 1, letra a), del TFUE para la base jurídica del Reglamento 2020/2092 puede indicar que la protec-
ción del presupuesto de la Unión es el objetivo principal de este Reglamento, mientras que las infracciones 
del Estado de Derecho indican la magnitud de la protección que debe garantizarse (Łacny, 2021b). 

2. Ámbito de aplicación y requisitos
En primer lugar, debemos tener presente que este mecanismo de condicionalidad del Estado de Derecho 
únicamente puede ser puesto en marcha cuando las infracciones afecten o corran el riesgo de afectar grave-
mente a la buena gestión financiera del presupuesto de la Unión o a la protección de los intereses financieros 
de la Unión de forma suficientemente directa (Artículo 4 Regulación 2020/2092). El apartado 13 del preám-
bulo recoge expresamente esta clara relación entre el respeto del Estado de Derecho y la ejecución eficiente 
del presupuesto de la Unión de conformidad con el principio de buena gestión financiera. El objetivo del 
Reglamento 2020/2092 es, por tanto, doble y está interconectado: proteger el presupuesto de la Unión y sal-
vaguardar el Estado de Derecho en los Estados miembros.

En cuanto a la necesidad de una infracción que genere un impacto suficientemente directo en el presupuesto 
o los intereses financieros de la Unión, debemos señalar que dichas palabras no fueron planteadas inicial-
mente en la propuesta de la Comisión del 2 de mayo de 2018. En dicho texto únicamente se hablaba de 
“perjuicios derivados de situaciones en las que una deficiencia generalizada el Estado de Derecho en un 
Estado miembro afecte o amenace con afectar a la buena gestión financiera y a la protección de los intereses 
financieros de la Unión”. Esta idea de la necesidad de existencia de un perjuicio suficientemente directo fue 
introducida más tarde a raíz de las objeciones de Polonia y Hungría tras el acuerdo de 5 de noviembre de 
2020 entre el Parlamento y el Consejo. En este acuerdo, los negociadores del Parlamento consiguieron que 
se le diera una interpretación más amplia de violación del Estado de Derecho, según la cual esta cláusula no 
se aplicaría únicamente cuando se pusiera en riesgo la buena utilización de los fondos de la UE, sino tam-
bién casos de infracciones sistémicas de los valores fundamentales, la democracia o el Estado de Derecho. 
Polonia y Hungría12 defendieron que esto iba en contra de las conclusiones que se habían alcanzado en el 
Consejo Europeo en julio de 2020, las cuales habían resaltado una vez más la necesidad de que los intereses 
financieros se protegieran de acuerdo a los principios del artículo 2 TUE, destacando en especial el Estado 

12	 Véase: https://visegradpost.com/en/2020/11/26/eu-rule-of-law-joint-declaration-of-the-prime-minister-of-poland-and-the-
prime-minister-of-hungary/ 
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de Derecho (Apartado A24 y Párrafos 22 y 23 del Anexo, Conclusiones 4, 21 de julio 2020). No obstante, los 
Primeros Ministros de Polonia y Hungría defendieron que “la condicionalidad propuesta por el Parlamento 
elude el Tratado, aplica definiciones vagas y términos ambiguos sin criterios claros en los que se puedan ba-
sar las sanciones y no contiene garantías procesales significativas”. Con esta inclusión de la necesidad de un 
impacto suficientemente directo en el presupuesto de la Unión o sus intereses financieros se limita en cierta 
medida el alcance de la condicionalidad del Estado de Derecho.

Aún así, no debemos subestimar su alcance. La idea subyacente es que existe un fuerte vínculo entre, por un 
lado, el respeto del Estado de Derecho y, por otro, la confianza mutua y la solidaridad financiera entre la UE y 
los Estados miembros (Łacny, 2021b). Por lo tanto, este mecanismo podrá ser aplicado cuando una violación 
del Estado de Derecho pueda afectar directamente a esa confianza mutua. Además, el impacto sobre los in-
tereses financieros de la Unión debe ser directo, pero no necesariamente real o efectivo en la práctica; puesto 
que basta con que tenga un efecto potencial. Eso sí, cuanto más fundamental o sistémica sea la infracción, 
más sencillo será en la práctica poner en marcha el mecanismo sancionador. 

2.1. La necesidad de proteger el presupuesto de la Unión

El primer requisito por tanto, y como ya hemos señalado, para la puesta en marcha de la condicionalidad 
de los fondos sería la necesidad de proteger el presupuesto de la Unión contra los daños resultantes de las 
infracciones del Estado de Derecho que afecten o corran el grave riesgo de afectar al presupuesto de la UE. Es 
una condición completamente necesaria para el inicio de la condicionalidad del Estado de Derecho.

El presupuesto de la Unión, tal y como establece el Reglamento Financiero nº 2018/1046 (EU, EURATOM), es 
un plan financiero anual de la UE y de la Comunidad Europea de la Energía Atómica, elaborado con arreglo a 
principios presupuestarios que prevén y autorizan, para cada ejercicio, una estimación de los costes y gastos 
futuros, así como su descripción y justificación detalladas. La Comisión, tal y como establece el artículo 317 
TFUE, es quién asume la función y responsabilidades derivadas de ejecutar el presupuesto de la Unión. Esta 
función de ejecución requiere que la Comisión lleve a cabo diferentes acciones administrativas relacionadas 
con los fondos incluidos en el presupuesto de la Unión, como por ejemplo, su gestión, seguimiento, control y 
auditoria (Art. 2.7 del Reglamento (UE) 2018/1046). Por tanto, será la Comisión quién tendrá esta función de 
control sobre el correcto uso del presupuesto también en este mecanismo, aunque esta cuestión la veremos 
más adelante. 

Además de los presupuestos de la Unión (conformados en el período 2012-2027 por 1.074.300 millones de 
euros), la Regulación del Consejo 2020/2094 ha establecido que la condicionalidad del Estado de Derecho 
también se aplica a los recursos asignados a través del Instrumento de Recuperación de la UE, el Next Gene-
ration EU, formado por 750.000 millones de euros, tal y como estableció en la Decisión 2020/2053 del Con-
sejo, para contrarrestar el impacto económico de la pandemia COVID-19. 

La utilización de las cantidades que los Estados Miembros reciban de ambos fondos de la Unión debe ir guia-
da, según el Reglamento 2020/2092, por los principios de buena gestión financiera (Artículo 287.2, Artículo 
310.5 y Artículo 317 TFUE) y la protección de los intereses financieros de la Unión (Artículo 310.5 y Artículo 
325 TFUE). 

En cuanto al principio de buena gestión financiera, el Reglamento 2020/2092 establece que el mismo sólo 
podrá garantizarse en los Estados miembros si las autoridades públicas actúan de acuerdo con la ley, y si los 
casos de fraude, incluidos el fraude fiscal, la evasión de impuestos, la corrupción, el conflicto de intereses u 
otras infracciones de la ley, son perseguidos eficazmente por los servicios de investigación y de la fiscalía, y 
si las decisiones arbitrarias o ilegales de las autoridades públicas, incluidas las autoridades encargadas de 
hacer cumplir la ley, pueden ser objeto de un control judicial efectivo por parte de tribunales independientes 
y del Tribunal de Justicia de la UE (Apartado 11 del preámbulo, Reglamento (UE) 2020/2092). Lo que hace el 
reglamento, por tanto, es vincular el principio de buena gestión financiera no solamente a la legalidad de las 
operaciones administrativas como es de esperar, sino también a la independencia judicial y a la eficacia de 
las actuaciones judiciales dentro de los Estados miembros. 
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Además, según el Reglamento Financiero nº 2018/1046, el principio de buena gestión financiera implica 
también que el presupuesto de la Unión debe ejecutarse de acuerdo a los principios de economía, eficiencia 
y eficacia (Art. 2.59, Art. 6 y Art. 33, Reglamento (UE) 2018/1046). 

En cuanto a la protección de los intereses financieros de la Unión según lo inferido de los artículos 310 y 325 
TFUE y de algunas normas de Derecho derivado como el Artículo 1.a) de la Directiva 2017/1371, por inte-
reses financieros debemos entender todos los ingresos, gastos y activos incluidos en los presupuestos de la 
Unión. Estos intereses financieros incluyen todos los presupuestos de las instituciones, órganos y organis-
mos de la UE creados en virtud de los Tratados de la UE. El artículo 325 TFUE establece que “la Unión y los 
Estados miembros combatirán el fraude y toda actividad ilegal que afecte a los intereses financieros de la 
Unión” mediante medidas disuasorias que deberán ser “capaces de ofrecer una protección eficaz en los Es-
tados miembros y en las instituciones, órganos y organismos de la Unión”. Por tanto, los Estados miembros 
deben tomar medidas de acuerdo a los intereses comunes y deben combatir todas aquellas acciones, como 
el fraude, que puedan ir en contra de los intereses financieros de la Unión. 

El Reglamento (UE) 2020/2092 también se encarga de aportar más precisiones sobre esta obligación de pro-
tección de los intereses financieros de la Unión. En concreto, establece unas garantías mínimas contra las 
decisiones ilegales y arbitrarias de las autoridades públicas que puedan llegar a perjudicar estos intereses. El 
Apartado 9 del Preámbulo del Reglamento nombra medidas como el dotar a los servicios judiciales, de in-
vestigación y a la fiscalía de los recursos financieros y humanos suficientes, así como de los procedimientos 
necesarios para actuar con eficacia y de manera que se respete plenamente el derecho a un juicio justo, así 
como la aplicación efectiva de las sentencias definitivas. No es casualidad que este Reglamento haya decidi-
do resaltar esta cuestión tras la puesta en duda de la eficacia del poder judicial en países como Polonia.

2.2. La vinculación con el Estado de Derecho

La segunda condición, por otro lado, para aplicar la condicionalidad del Estado de Derecho sería la viola-
ción del mismo por parte de un Estado miembro. El Estado de Derecho se define, a efectos del Reglamento 
2020/2092, como relativo a los valores y principios de la Unión consagrados en el artículo 2 del Tratado de 
la Unión. Más concretamente, el reglamento hace una enumeración de lo que podemos entender por este 
principio, señalando que el mismo comprende “los principios de legalidad, que implica un proceso legisla-
tivo transparente, democrático, pluralista y sujeto a rendición de cuentas; de seguridad jurídica; de prohibi-
ción de la arbitrariedad del poder ejecutivo; de tutela judicial efectiva, que incluye el acceso a la justicia, por 
parte de órganos jurisdiccionales independientes e imparciales, también en lo que respecta a los derechos 
fundamentales; de separación de poderes, y de no discriminación e igualdad ante la ley” (Art. 2, a), Regla-
mento (UE) 2020/2092). 

El preámbulo del Reglamento 2020/2092 explica que, si bien no existe una jerarquía entre los valores fun-
damentales de la Unión (artículo 2 del TUE), el respeto del Estado de Derecho es esencial para la protección 
de los demás valores en los que se basa la Unión, como la libertad, la democracia, la igualdad y el respeto de 
los derechos humanos. Afirma que el respeto del Estado de Derecho está intrínsecamente ligado al respeto 
de la democracia y a la protección de los derechos fundamentales. No puede haber democracia y respeto a 
los derechos fundamentales sin respeto al Estado de Derecho, y viceversa (Apartado 6 del Preámbulo, Regla-
mento (UE) 2020/2092).

En este contexto, resulta de gran importancia ver qué han entendido el Parlamento y el Consejo por actos que 
pueden vulnerar el Estado de Derecho, ya que será la línea que establezca en qué casos nos encontraremos 
en una situación en la cual es posible poner en marcha la condicionalidad de los fondos y en cuáles no. El 
artículo 3 del Reglamento recoge una enumeración de comportamientos que pueden suponer tal vulnera-
ción: “Se podrá considerar indicio de vulneración de los principios del Estado de Derecho a los efectos del 
presente Reglamento el poner en peligro la independencia de los jueces; no impedir, corregir o sancionar 
decisiones arbitrarias o ilícitas por parte de las autoridades públicas, incluidas las autoridades policiales, 
retener recursos financieros y humanos que afecten a su buen funcionamiento, o no garantizar la ausencia 
de conflictos de interés; limitar la disponibilidad y eficacia de las vías de recurso judicial, a través, entre otros 
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medios, de normas procesales restrictivas y de la no ejecución de las resoluciones judiciales, o limitar la in-
vestigación, la persecución o sanción efectivos de las infracciones del Derecho”. 

El Reglamento también contempla las áreas de funcionamiento o actividades en las cuales los Estados 
miembros pueden encontrar vulneraciones al Estado de Derecho. Estos ámbitos incluyen, por ejemplo, “el 
buen funcionamiento de las autoridades que ejecutan el presupuesto de la Unión, incluidos los préstamos 
y otros instrumentos garantizados por el presupuesto de la Unión (…); el buen funcionamiento de las auto-
ridades que realizan el control financiero, la supervisión y las auditorías, y el buen funcionamiento de unos 
sistemas de gestión financiera y rendición de cuentas eficaces y transparentes; el buen funcionamiento de 
los servicios de investigación y de la fiscalía en relación con la investigación y el ejercicio de la acción penal 
por fraude, incluido el fraude fiscal, la corrupción u otras infracciones del Derecho de la Unión relacionadas 
con la ejecución del presupuesto de la Unión o con la protección de los intereses financieros de la Unión; y 
el control judicial efectivo, por órganos jurisdiccionales independientes, de las acciones u omisiones de las 
autoridades” (Art. 4.2, Reglamento (UE) 2020/2092).

Se puede observar claramente que muchos ejemplos de las infracciones del Estado de Derecho enumeradas 
anteriormente están relacionados con la eficacia de los servicios fiscales nacionales y la independencia del 
poder judicial. El Reglamento 2020/2092 estipula claramente que el artículo 19 del TUE, el cual concreta el 
valor del Estado de Derecho (artículo 2 del TUE), exige a los Estados miembros una tutela judicial efectiva 
en los ámbitos cubiertos por el Derecho de la Unión. Esta independencia del poder judicial (Apartado 12 
del Preámbulo, Reglamento (UE) 2020/2092) presupone, en particular, que el órgano judicial de que se trate 
pueda ejercer, tanto en virtud de las normas pertinentes como en la práctica, sus funciones judiciales de 
forma totalmente autónoma, sin estar sujeto a ninguna limitación jerárquica ni subordinado a ningún otro 
órgano, y sin recibir órdenes o instrucciones de ninguna fuente, estando así protegido contra las interven-
ciones o presiones externas que puedan menoscabar el juicio independiente de sus miembros y/o influir 
en sus decisiones. Estas garantías de independencia e imparcialidad exigen normas (en particular en lo que 
respecta a la composición de los órganos correspondientes y al nombramiento, la duración del servicio y 
los motivos de rechazo y destitución de sus miembros) que puedan disipar cualquier duda razonable en las 
mentes de los individuos en cuanto a la impermeabilidad de ese órgano a los factores externos y garantizar 
su neutralidad con respecto a los asuntos de los cuales se ocupa (Apartados 3, 9 y 10 del Preámbulo, Regla-
mento (UE) 2020/2092). 

La inclusión y el hincapié en esta cuestión de la independencia del poder judicial a lo largo del Reglamento 
se debe sin duda alguna a las actuaciones e infracciones del Estado de Derecho que han llevado a cabo du-
rante mucho tiempo Polonia y Hungría. En concreto, podemos citar las reformas del Poder Judicial que está 
llevando a cabo el partido Ley y Justicia (PiS) en Polonia y que están siendo denunciadas por la Comisión 
Europea ante el TJUE, habiendo recibido ya condena una de ellas el pasado 2 de marzo por entender que la 
reforma sobre la forma en que son designados los jueces de la Corte Suprema polaca puede infringir la nor-
mativa europea (Sentencia TJUE 2 de marzo de 2021).

Por último, debemos indicar que, si bien el Reglamento 2020/2092 ha ganado en claridad, en comparación 
con el proyecto del Reglamento ha limitado bastante el alcance material de la condicionalidad del Esta-
do de Derecho al circunscribirse a las infracciones relacionadas únicamente con los fondos de la UE (Łac-
ny, 2021b). Aún así, el Reglamento 2020/2092 ha avanzado bastante en esta materia al haber suprimido el 
requisito que exige que la violación del Estado de Derecho sea sistémica o repetitiva. Este era uno de los 
condicionantes para la puesta en marcha del artículo 7 TUE y fue la tónica que se siguió en el proyecto del 
Reglamento. En dicho proyecto se exigía que la condicionalidad del Estado de Derecho sólo pudiera iniciarse 
si se constataban “deficiencias generalizadas en relación con el Estado de Derecho” (COM 2018/0136), defi-
niéndose las mismas como una conducta sistémica de las autoridades públicas de un Estado miembro que 
infringiera el Estado de derecho y que afectara o pudiera afectar a los fondos de la UE o a su gestión. Esto ya 
no es así, y tal y como se aclara en el apartado 15 del preámbulo del Reglamento 2020/2092, una infracción 
relevante del Estado de Derecho puede encontrarse también en un acto individual. Por lo tanto, podemos 
entender que incluso una infracción individual o única del Estado de Derecho es suficiente para aplicar la 
condicionalidad de los fondos. 
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3. Desarrollo procedimental

3.1. La propuesta de las medidas por la Comisión

El procedimiento se inicia de la mano de la Comisión, pues es la institución encargada de la detección de las 
posibles vulneraciones de los principios del Estado de Derecho, a través de la realización de una evaluación 
cualitativa exhaustiva por parte de la misma. Esta evaluación que ha de realizar la Comisión “debe ser obje-
tiva, imparcial y justa, y debe tener en cuenta la información pertinente procedente de fuentes disponibles 
e instituciones reconocidas, como las sentencias del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, los informes 
del Tribunal de Cuentas, el informe anual sobre el Estado de Derecho y el cuadro de indicadores de la justicia 
en la UE de la Comisión, los informes de la Oficina Europea de Lucha contra el Fraude (OLAF) y de la Fisca-
lía Europea”, así como otras conclusiones y recomendaciones de las organizaciones y redes internacionales 
pertinentes, como el Grupo de Estados contra la Corrupción (GRECO) y la Comisión de Venecia (Apartado 16 
del Preámbulo, Reglamento (UE) 2020/2092). 

Al comprobar la observancia del Estado de Derecho por parte de los Estados miembros y proponer la puesta 
en marcha de la condicionalidad del Estado de Derecho si se detectan infracciones, la Comisión desempeña 
su doble papel tanto de institución de la UE responsable de la ejecución del presupuesto de la Unión (Artí-
culo 317 TFUE) como de guardiana de los Tratados de la UE (Artículo 17.1 TUE).

La Comisión, en caso de que vaya a proponer la adopción de cualquier medida enmarcada en este proceso 
porque haya constatado que existen motivos razonables para considerar que se cumplen los requisitos, debe 
notificar al Estado miembro implicado y trasladarle los motivos por los cuales considera que podrían haberse 
llevado a cabo vulneraciones de los principios del Estado de Derecho en dicho estado. Esta notificación será 
de manera escrita, exponiendo en la misma los elementos objetivos y los motivos específicos en los que basa 
sus constataciones (Art. 6, Reglamento (UE) 2020/2092). Será en ese momento cuando la Comisión le solicite 
al Estado miembro en cuestión la información y las observaciones que estime pertinentes. El plazo en el cual 
podrá presentar las alegaciones el Estado implicado variará en cada caso, pues deberá ser la Comisión quien 
fije este plazo teniendo en cuenta la cantidad de información facilitada y solicitada, la complejidad de los 
hechos pertinentes y de su evaluación, así como la capacidad administrativa del Estado miembro en cues-
tión (Apartado 22 del Preámbulo, Reglamento (UE) 2020/2092). En cualquier caso, este plazo no podrá ser 
inferior a un mes ni superior a tres meses a partir de la fecha de notificación de las constataciones (Artículo 
6, apartado 5, Reglamento (UE) 2020/2092).

La Comisión informará sin demora al Parlamento y al Consejo sobre esta notificación y el contenido de la 
misma. En caso de que así lo desee, el Parlamento podrá invitar a la Comisión a llevar a cabo un diálogo 
estructurado sobre dicha notificación y las constataciones que se hayan realizado en la misma (Artículo 6, 
apartados 1 y 2, Reglamento (UE) 2020/2092). 

La Comisión debe valorar la situación en el plazo de un mes desde el momento de la recepción de la infor-
mación. Por su parte, el Estado miembro tendrá la posibilidad de presentar las observaciones o alegaciones 
que estime necesarias o convenientes antes de que la Comisión proponga al Consejo la adaptación de una 
decisión en el plazo de un mes. En cualquier caso, dichas alegaciones deberán ser tomadas en consideración 
tanto por la Comisión, a la hora de proponer las medidas, como por el Consejo en el momento de adoptarlas 
(Apartado 21 del Preámbulo y Artículo 6, apartados 5 y 6, Reglamento (UE) 2020/2092). 

Una vez que la Comisión haya analizado las correspondientes observaciones y alegaciones que haya hecho 
el Estado miembro y, en el caso de que considere que se cumplen las condiciones necesarias para adoptar 
medidas y que las mismas son adecuadas, debe presentar una propuesta al Consejo. Esta propuesta será 
aceptada o rechazada por el Consejo mediante una decisión de ejecución en el plazo de un mes, el cual 
podrá ser prorrogable de manera excepcional dos meses más como máximo. (Apartado 23 del Preámbulo y 
Artículo 6, apartados 6, 9 y 10, Reglamento (UE) 2020/2092). 

La Comisión cuenta también con la función de vigilar cómo se va desarrollando el procedimiento. Una 
vez que se haya adoptado cualquier medida, esta institución deberá hacer un seguimiento periódico de la 
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situación y el transcurso de los acontecimientos, evaluando las posibles medidas correctoras que el Estado 
miembro en cuestión vaya tomando (Apartado 24 del Preámbulo, Reglamento (UE) 2020/2092).

Además, la Comisión tiene la obligación de mantener informadas a las instituciones. Por un lado, debe co-
municarle al Parlamento Europeo cualquier medida propuesta, adoptada o levantada con arreglo a este 
procedimiento (Apartado 27 del Preámbulo, Reglamento (UE) 2020/2092). Por otro lado, la Comisión debe 
informar al Parlamento y al Consejo sobre la aplicación del Reglamento, haciendo un reporte de la eficacia 
de las medidas que se han adoptado, la eficacia global del procedimiento de condicionalidad y su comple-
mentariedad con otros instrumentos (Apartado 28 del Preámbulo, Reglamento (UE) 2020/2092).

3.2. La mayoría del Consejo

El Reglamento, debido a la importancia de los efectos financieros de las medidas que pueden ser adoptadas 
mediante este instrumento y para garantizar condiciones uniformes en la ejecución, le ha conferido al Con-
sejo las competencias de ejecución (Apartado 20 del Preámbulo, Reglamento (UE) 2020/2092). Esta compe-
tencia de ejecución únicamente podrá ser puesta en práctica sobre una propuesta previa de la Comisión, tal 
y como recoge el Reglamento. 

Como ya hemos adelantado, si se cumplen las condiciones requeridas, la imposición de medidas a los Es-
tados miembros se realizarán en forma de decisión de ejecución (Apartado 23 del Preámbulo y Artículo 6, 
apartados 6, 9 y 10, del Reglamento 2020/2092). El Consejo adopta esta decisión, a petición de la Comisión, 
por mayoría cualificada (Art. 6.11, Reglamento (UE) 2020/2092), que es el procedimiento de votación habi-
tual en el Consejo excepto que los tratados digan otra cosa (Artículo 16.3 TUE).

La votación por mayoría cualificada es una novedad en comparación con las versiones anteriores al Regla-
mento. En un principio, se había propuesto que el Consejo adoptara las decisiones por mayoría cualificada 
inversa (Art. 5, apartados 6 a 8, COM(2018) 324 final), un tipo de votación que no tenía una base jurídica 
explícita en los Tratados de la UE. En el caso de la votación por mayoría cualificada inversa, una propuesta 
presentada por la Comisión se adopta a menos que el Consejo la rechace o modifique por mayoría cualifica-
da en una votación celebrada en un plazo determinado. Una vez transcurrido este plazo, si no se ha realizado 
ninguna objeción la decisión se considera adoptada. Esto significaría que la propuesta de la Comisión de es-
tablecer sanciones a un Estado miembro se consideraría adoptada a menos que el Consejo la rechazara por 
mayoría cualificada en el plazo de un mes desde su presentación. De la misma manera, el Consejo también 
podría modificar la propuesta de la Comisión mediante una votación por mayoría cualificada. Así pues, en 
el caso de la votación por mayoría cualificada inversa, si no se obtiene la votación por mayoría cualificada 
necesaria para bloquear o modificar una propuesta en un plazo determinado, ésta quedaría adoptada. Por 
lo tanto, en el marco de la votación por mayoría cualificada inversa, la abstención cuenta como un voto po-
sitivo, lo que obliga a los Estados miembros a adoptar una posición clara y a votar explícitamente en contra 
de la propuesta, en lugar de seguir la vía políticamente más conveniente de la abstención (Łacny, 2021b).

El problema de este tipo de votación es que suscitaba dudas en cuanto a su legalidad. Este reglamento ya ha-
bía presentado problemas de por sí para su aprobación debido a la reticencia de algunos Estados Miembros 
de condicionar los fondos al Estado de Derecho y, este tipo de votación, era un elemento más que se sumaba 
a la lista de condiciones que hacían que fuera difícil ver dicho reglamento aprobado y puesto en marcha en 
la práctica. La inclusión en el Reglamento 2020/2092 de la norma según la cual el Consejo adopta su decisión 
mediante una votación por mayoría cualificada (es decir, el abandono de la idea de votar por el procedimien-
to eficaz pero jurídicamente cuestionable de la votación por mayoría cualificada inversa) se realizó con la 
esperanza de acallar el debate sobre la legalidad del Reglamento en lo relativo a esta parte del instrumento.

En lo que a nosotros respecta, debemos señalar la importancia que tiene el hecho de que se haya estable-
cido la mayoría cualificada para la activación de este procedimiento. El gran impedimento que ha tenido el 
mecanismo reactivo-sancionador del artículo 7 TUE ha sido su gran umbral de activación. El requerimiento 
de que se aprobara por unanimidad ha sido uno de los grandes fallos de este instrumento. Como sabemos, 
la Unión se ha mostrado durante largo tiempo reticente a iniciar el procedimiento de sanción a través de 
este artículo, permitiendo el desarrollo de políticas y reformas estatales en ciertos países que han violado los 
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valores establecidos en el artículo 2 TUE. No solo eso, sino que además, la inactividad y lenta respuesta por 
parte de la Unión ha permitido el desarrollo de alianzas políticas dentro del Consejo que han desembocado 
en una situación de veto insorteable: Polonia y Hungría han forjado una alianza de apoyo mutuo basada 
en sus ideas reticentes al respeto del Estado de Derecho, estableciendo una cooperación mutua para evi-
tar cualquier tipo de sanción al respecto. Como consecuencia, este mecanismo no ha resultado ser el más 
adecuado para responder a las infracciones del Estado de Derecho que se estaban cometiendo. El hecho de 
que este nuevo instrumento se vaya a activar a través de votación por mayoría cualificada en el Consejo nos 
proporciona nuevas esperanzas en la lucha por la defensa de los valores de la Unión. Esta decisión permitirá 
que finalmente se pueda sortear la situación de veto en el Consejo, accediendo así a la posibilidad de que se 
puedan aplicar sanciones a los estados infractores cuando sea necesario.

3.3. Posibilidad de remisión al Consejo Europeo

Todo el proceso anterior de adopción y levantamiento de las medidas debe respetar obligatoriamente los 
principios de objetividad, no discriminación e igualdad de trato de los Estados miembros y debe desarrollar-
se con arreglo a un planteamiento imparcial y basado en pruebas. 

No obstante, se ha establecido una especie de freno de emergencia mediante el cual si, excepcionalmente, el 
Estado miembro de que se trate considera que se han producido vulneraciones graves de esos principios de 
objetividad e igualdad, puede solicitar al presidente del Consejo Europeo que someta el asunto al siguiente 
Consejo Europeo. En tales circunstancias excepcionales, no debe adoptarse ninguna decisión relativa a las 
medidas hasta que el Consejo Europeo haya deliberado al respecto. Este proceso no debe, en principio, de-
morarse más de tres meses a partir del momento en que la Comisión haya presentado su propuesta al Con-
sejo (Apartado 26 del Preámbulo, Reglamento (UE) 2020/2092).

Esta posibilidad no se contemplaba en la Propuesta de Reglamento que hizo el Parlamento en 2018, sino 
que fue introducida posteriormente como consecuencia de la situación de veto y bloqueo de los fondos por 
Polonia y Hungría. Ambos países argumentaron que este instrumento podría ser utilizado de forma política 
y empleado para atacar a ciertos países, poniendo en duda la legalidad del mismo si no se garantizaba que 
efectivamente funcionara bajo el principio de objetividad. Tras las negociaciones el pasado diciembre con la 
presidenta del Consejo, Angela Merkel, se ofreció una red de garantías para que este mecanismo no pudiera 
entenderse como discriminatorio o arbitrario, planteando así la posibilidad de elevar la cuestión al Consejo 
Europeo13 y logrando desbloquear el veto que estos dos países llevaban manteniendo durante meses.

Una decisión que, si bien aporta indudablemente mayores garantías sobre la legalidad e imparcialidad de 
todo el proceso y ha sido clave para poder terminar de lanzar este instrumento, supone un retraso a la hora 
de su aplicación. Un retraso que desgraciadamente no podemos permitirnos dada la situación. Polonia y 
Hungría llevan cometiendo actos en contra del Estado de Derecho demasiado tiempo y el transcurso del 
mismo solo juega a su favor, reafirmando su posición en el poder. Claramente esta opción de redirección al 
Consejo Europeo se trata de una estrategia para ganar tiempo por parte de estos dos países y retrasar aún 
más el momento de aplicación de las sanciones que inevitablemente tendrá que llegar antes o después. 
Esperemos que realmente se cumpla con lo establecido en el Apartado 26 del Preámbulo del Reglamento 
2020/2092 y este procedimiento de redirección de la cuestión al Consejo Europeo no se demore más de tres 
meses, puesto que estamos en una situación en la cual la toma de medidas no puede dejarse a un lado por 
más tiempo. Se requiere una actuación contundente y eficaz cuanto antes.

4. Retirada de la sanción
Como ocurre con otros mecanismos (Artículo 7.4 TUE), el Consejo tiene la obligación de levantar las medi-
das restrictivas que se le hayan impuesto a un Estado miembro siempre que la situación que desencadenó 
la sanción haya sido suficientemente subsanada. Para que el Consejo lleve a cabo esta votación y se apruebe 

13	 Véase: https://www.elmundo.es/economia/2020/12/10/5fd264edfc6c830e6a8b46f1.html
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esta retirada de la sanción es necesario que la Comisión lo proponga expresamente (Apartado 25 del Preám-
bulo, Reglamento (UE) 2020/2092).

El Estado miembro al que se le haya impuesto la sanción puede presentar en cualquier momento a la Co-
misión las medidas correctoras adoptadas para rectificar la situación de infracción del Estado de Derecho 
y presentarle una notificación escrita donde se incluyan pruebas de que ya no se cumplen las condiciones 
necesarias para aplicar dichas medidas (Art. 7.1, Reglamento (UE) 2020/2092).

La Comisión puede volver a revisar la situación del Estado miembro en cuestión bien a petición del propio 
Estado en cualquier momento, o bien por iniciativa propia, teniendo un plazo máximo de un año desde la 
adopción de las medidas (Artículo 21 del Preámbulo y Artículo 7.2, Reglamento (UE) 2020/2092). 

El procedimiento se completa en función de la situación relativa a la infracción o infracciones del Estado de 
Derecho que la originó. Si la Comisión constata que ya no se cumplen las condiciones para imponer medidas 
al Estado miembro, la misma presenta al Consejo una propuesta de decisión de ejecución que levante dichas 
medidas. Si la Comisión determina que la situación que dio lugar a la adopción de estas medidas sólo se ha 
solucionado en parte, propone al Consejo una decisión de ejecución que modifique dichas medidas. Sin em-
bargo, si la Comisión llega a la conclusión de que la situación que condujo a la adopción de las medidas no 
ha sido remediada por el Estado miembro, debe dirigir a éste una decisión motivada, incluyendo las pruebas 
que apoyan sus conclusiones. La Comisión debe proporcionar esta decisión motivada al Estado miembro en 
el plazo de un mes a partir de la recepción de la notificación escrita de este Estado, aunque si existen circuns-
tancias debidamente justificadas puede darse en un plazo más largo (Art. 7.2, Reglamento (UE) 2020/2092). 

5. Medidas que pueden ser adoptadas mediante este instrumento
A través de este instrumento de condicionalidad de los fondos europeos, la Unión será capaz de establecer 
una serie de medidas con el objetivo de proteger el presupuesto de la Unión y que se respete el Estado de De-
recho. Tal y como establece el artículo 5 del Reglamento 2020/2092, estas medidas dependerán del régimen 
mediante el cual la Comisión ejecute el presupuesto: dependiendo de si es de manera directa o indirecta, o 
mediante una gestión compartida con los Estados miembros, las sanciones aplicables serán diferentes. 

Por un lado, el presupuesto es ejecutado de manera directa cuando es la propia Comisión por medio de sus 
propios servicios y personal quien lo lleva a cabo. Por otro lado, el presupuesto es ejecutado de manera in-
directa cuando la competencia de ejecución es delegada a terceros países, organizaciones internacionales 
o sus agencias, el Banco Europeo de Inversiones o al Fondo Europeo de Inversiones, los organismos de la 
Unión, así como otras entidades (Art. 62 Reglamento (UE) 2018/1046).

La gestión compartida, por su parte, implica que la Comisión delega en los Estados miembros las funciones 
relativas a la ejecución presupuestaria (Art. 63, Reglamento (UE) 2018/1046). 

Estos métodos de gestión de la ejecución del presupuesto exigen, por tanto, que las distintas entidades que 
incurren en gastos financiados con el presupuesto de la UE (fondos de la UE) cumplan con las tareas y res-
ponsabilidades correspondientes establecidas en la legislación de la UE, autorizando a la Comisión a adop-
tar medidas de supervisión para garantizar su correcto gasto (Łacny, 2021a) y, en su caso, iniciar el régimen 
sancionador. Teniendo en cuenta la distribución anterior, el régimen de sanciones quedaría dividido de la 
siguiente forma:

SANCIONES EN RÉGIMEN DE GESTIÓN DIRECTA O 
INDIRECTA POR LA COMISIÓN

SANCIONES EN RÉGIMEN DE GESTIÓN COMPARTIDA 
CON LOS ESTADOS MIEMBROS

Suspensión de los pagos, de la ejecución del compromiso 
jurídico o resolución del compromiso jurídico

Suspensión de la aprobación de uno o más programas o 
su modificación

Prohibición de contraer nuevos compromisos jurídicos Suspensión de los compromisos
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Suspensión del desembolso total o parcial de los tramos o 
el reembolso anticipado de préstamos garantizados por el 
presupuesto de la Unión

Reducción de los compromisos, incluso mediante 
correcciones financieras o transferencias a otros 
programas de gasto

Suspensión o reducción de la ventaja económica 
obtenida en virtud de un instrumento garantizado por el 
presupuesto de la Unión

Reducción de la prefinanciación

Prohibición de suscribir nuevos acuerdos sobre 
préstamos u otros instrumentos garantizados por el 
presupuesto de la Unión

Interrupción de los plazos de pago

Suspensión de los pagos

Fuente: elaboración propia

En lo que a nosotros respecta, las sanciones en el régimen de gestión compartida son el elemento clave en 
esta condicionalidad de los fondos, puesto que son dichos fondos los que se gastan para la aplicación de la 
PAC y la política de cohesión, constituyendo en conjunto alrededor del 70% de los gastos presupuestarios 
de la UE (COM/2018/098 final) y siendo los fondos de los cuales los estados infractores reciben una mayor 
cantidad de dinero. Se podrían aplicar, por tanto, sobre Polonia y Hungría sanciones como la suspensión 
de la aprobación de los programas o de sus modificaciones; suspensión de los compromisos; reducción de 
los compromisos; reducción de la prefinanciación; interrupción de los plazos de pago; y suspensión de los 
pagos.

Estas medidas podrán adoptarse en varias fases de la aplicación de las políticas de la UE: desde la fase de 
aprobación de los programas nacionales por parte de la Comisión hasta la fase de adquisición de compro-
misos legales por parte de la Comisión, seguida de los pagos de los fondos de la UE a los Estados miembros 
(Łacny, 2021a). Por tanto, los estados se encuentran sometidos al respeto de la buena gestión financiera y el 
estado de derecho durante todo el proceso, pudiendo ser sancionados en cualquier momento. 

No debemos olvidar que la Comisión está obligada a garantizar que estas medidas sean proporcionales a la 
naturaleza, la gravedad y el alcance de la deficiencia generalizada en lo que respecta al Estado de Derecho. 
Así lo establece el Reglamento de la condicionalidad de los fondos: “El principio de proporcionalidad debe 
aplicarse al determinar las medidas que han de adoptarse, teniendo en cuenta en particular la gravedad de 
la situación, el tiempo transcurrido desde el inicio de la actuación de que se trate, la duración y recurrencia 
de esta, la intención y el grado de colaboración del Estado miembro de que se trate para poner fin a las vul-
neraciones de los principios del Estado de Derecho, así como los efectos en la buena gestión financiera del 
presupuesto de la Unión o los intereses financieros de la Unión” (Apartado 18, Reglamento (UE) 2020/2092). 
El requisito de proporcionalidad entre la deficiencia generalizada en relación con el Estado de Derecho, es 
decir, la infracción de la legislación de la UE que da lugar a la puesta en marcha del mecanismo de condi-
cionalidad, por un lado, y las medidas adoptadas en virtud de este mecanismo, por otro, significa que estas 
medidas se consideran sanciones impuestas al Estado miembro por infringir el Estado de Derecho. Según el 
Derecho de la UE, el principio de proporcionalidad es la condición sine qua non para la adopción de cual-
quier sanción impuesta como consecuencia de la infracción de una ley (Łacny, 2021a) y es de imprescindible 
cumplimiento.

Estas medidas contempladas son necesarias, en la medida en que otros procedimientos establecidos no han 
permitido proteger el presupuesto de la Unión y el Estado de Derecho de forma más eficaz. Contar con este 
nuevo paquete de sanciones puede suponer un claro aliciente para que ciertos Estados miembros decidan 
reconducir sus actuaciones hacia la línea del respeto de los valores de la Unión. 

Por último, cabe señalar que estas medidas no serán puestas en marcha hasta que no se ultimen ciertas di-
rectrices de aplicación. En las Conclusiones del Consejo de diciembre de 2020, para conseguir diluir la opo-
sición polaca y húngara sobre el Reglamento, se afirmó que con el fin de garantizar que la condicionalidad 
del Estado de Derecho se aplique de forma objetiva, justa y con el debido respeto a la igualdad de trato de 
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los Estados miembros, la Comisión desarrollaría y adoptaría en estrecha consulta con los Estados miembros 
directrices sobre la forma en que aplicará el Reglamento 2020/2092, incluida una metodología para llevar 
a cabo su evaluación. En dichas conclusiones se estableció que “en caso de que se interponga un recurso 
de anulación en relación con el Reglamento, las directrices se finalizarían tras la sentencia del Tribunal de 
Justicia a fin de incorporar todo elemento pertinente derivado de dicha sentencia. La presidenta de la Comi-
sión informará cumplidamente al Consejo Europeo. Hasta que se ultimen dichas directrices, la Comisión no 
propondrá medidas con arreglo al Reglamento” (Consejo, 2020). El pasado 11 de marzo Polonia y Hungría 
decidieron recurrir el reglamento de condicionalidad de los fondos ante el TJUE (como veremos a continua-
ción), teniendo como efecto colateral que las directrices, por tanto, se finalicen después de la sentencia del 
TJUE, debiendo esperar hasta entonces para la plena aplicabilidad de este instrumento.

6. Oposición por parte de algunos Estados Miembros 
Como era de esperar, este instrumento no ha sido recibido con gran entusiasmo por parte de algunos Esta-
dos miembros. A lo largo de todo el proceso, Polonia y Hungría han hecho todo lo posible por interrumpir y 
evitar la aprobación de esta condicionalidad de los fondos de la Unión, ya fuera a través de su negativa a in-
troducir ciertas condiciones, como a través del veto a la hora de su aprobación. No es para menos, teniendo 
en cuenta que son los principales amenazados con la puesta en práctica de este mecanismo a consecuencia 
de las distintas actuaciones antidemocráticas que están llevando a cabo en sus países. La reforma del poder 
judicial, la interferencia en la independencia de los medios de comunicación, la adopción de políticas ra-
dicales que amenazan las libertades y derechos fundamentales de las personas: son motivos más que sufi-
cientes para poner en práctica esta condicionalidad por parte de la Unión, teniendo en cuenta que se están 
empleando los fondos europeos para llevar a cabo políticas en contra del Estado de Derecho. 

Es por ello que, al parecer, la nueva estrategia que ha tomado el bloque antiliberal es retrasar al máximo 
la puesta en marcha en la práctica de este instrumento. Polonia y Hungría han recurrido, el pasado 11 de 
marzo, este nuevo mecanismo que condicionará el desembolso de los fondos comunitarios ante el Tribunal 
de Justicia de la Unión Europea (TJUE)14; algo que efectivamente supondrá el retraso de la aplicación de las 
normas que podrían penalizarles. Ambos países han presentado un recurso ante el tribunal pidiendo que se 
anule el reglamento, justificando esta decisión mediante la afirmación de que el mismo infringe la legisla-
ción europea. 

Según estos países, el nuevo instrumento no respeta los Tratados, puesto que “interfieren con las compe-
tencias de los Estados miembros y violan la legislación de la Unión Europea”15, así lo indicó Piotr Müller, 
portavoz del gobierno polaco. En su recurso, Polonia afirma que la Unión Europea no tiene legitimidad para 
definir qué es el principio de Estado de Derecho ni, por tanto, las condiciones que evalúan quiénes respetan 
su cumplimiento o no. Esta afirmación se basa en la idea de que el contenido de lo que es el Estado de Dere-
cho, por mucho que sea un valor común de los Estados miembros sentado en el artículo 2 TUE, no puede ser 
moldeado por decisiones arbitrarias, sin tener en cuenta las identidades nacionales, tradiciones, así como 
las características y diversidades de los distintos sistemas legales que conforman la Unión. Por su parte, 
Hungría también sostiene estas afirmaciones y añade que “no podemos dejar que una legislación que daña 
gravemente el derecho comunitario siga en vigor”, palabras de Judit Varga, ministra húngara de Justicia16. 

Una decisión frente a la cual la Comisión Europea se encuentra muy segura, argumentando que no le cabe 
ninguna duda de la legalidad de dicha regulación, tal y como indicó Eric Mamer, portavoz jefe de la Comisión 
Europea, pero que sin duda debemos entender que supone un gran contratiempo. La Comisión ya anunció 
su intención de esperar a conocer la sentencia del Tribunal antes de emprender cualquier acción bajo el 
funcionamiento de este instrumento (Hegedüs, 2020). Las conclusiones de la Comisión ya manifestaron 

14	 Véase: https://euroefe.euractiv.es/section/all/news/polonia-y-hungria-denuncian-al-tjue-el-mecanismo-que-condiciona-fondos-
del-presupuesto-comunitario-a-los-derechos/

15	 Extractos disponibles en: https://www.euronews.com/2021/03/11/poland-and-hungary-file-complaint-over-eu-s-rule-of-law-
requirements

16	 Véase: https://www.euronews.com/2021/03/11/poland-and-hungary-file-complaint-over-eu-s-rule-of-law-requirements 
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su intención de respetar las inquietudes sobre la legitimidad del mecanismo que algunos Estados Miem-
bros compartían, permitiendo que se planteara los recursos que dichos actores estimaran convenientes y 
esperando a la última palabra del tribunal antes de mover ficha. La Comisión en su momento afirmó que 
la condicionalidad será justa, imparcial y no discriminatoria, y que para garantizar dichas afirmaciones las 
directrices de implementación del mecanismo serían llevadas a cabo consultando a los Estados y teniendo 
en cuenta las sentencias que el TJUE pudiera emitir al respecto.

No obstante, las instituciones europeas parecen empezar a impacientarse. Ya el Parlamento Europeo emitió 
por mayoría su petición hacia la Comisión de que se aplicara este instrumento, que lleva en vigor desde el 1 
de enero, y se congelaran los fondos a los países que no están respetando el Estado de Derecho (Parlamento, 
2021). No obstante, la Comisión parece mantenerse firme en su decisión. Algunos eurodiputados, en parti-
cular los pertenecientes al Partido Popular Europeo, los Socialistas y Demócratas, los liberales de Renovar 
Europa, los Verdes y la Izquierda Unitaria, han insistido en la idea de que esta condicionalidad no debería 
estar sujeta a ningunas directrices y que debería ser puesta en marcha sin más dilación. 

Podemos entender totalmente la inquietud de instituciones como el Parlamento. La resolución de esta cues-
tión y emisión de un dictamen puede llegar a demorarse un año, tiempo suficiente para que estados como 
Polonia y Hungría sigan haciendo de las suyas y reafirmando sus posiciones. No obstante, existe la posibili-
dad de que el Tribunal tramite estos recursos a través de la vía de proceso acelerado (Hegedüs, 2020). Algunos 
eurodiputados han anunciado que realizarán esta solicitud con la esperanza de que sea aceptada por los 
jueces y se acorten los tiempos de gestión de esta situación. 

Por su parte, la Comisión ha empezado a trabajar en estas directrices, enfocándose en el objetivo de que 
sean lo más sólidas posibles y que reafirmen la naturaleza justa, transparente y proporcional de este instru-
mento17. Pese a que Polonia y Hungría han decidido recurrir ante el TJUE, la Comisión perseguirá todas las 
violaciones que se lleven a cabo en este período, ahora bien, se ha manifestado la intención de hacer un uso 
cauteloso de este instrumento, para garantizar que las primeras actuaciones tengan un éxito garantizado. 

17	 Véase: https://www.eldiario.es/economia/pe-pide-normas-condicionan-fondos-europeos-respetar-derechos_1_7297135.html
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Capítulo V. Por qué la condicionalidad y no otro 
procedimiento 

La timidez de la Comisión y su falta de actuación ha acarreado un agravio en la situación de infracción de los 
valores de la Unión en algunos estados miembros. El problema lo encontramos en que, tras innumerables 
y constantes amenazas y desplantes por parte de estados como Hungría, la Comisión no actuó de manera 
rotunda, optando en su lugar por un diálogo entre instituciones con la esperanza de combatir la deriva au-
toritaria de Polonia y Hungría (Halmai, 2018). Pero, ¿qué se puede esperar realmente de estos instrumentos 
basados en el diálogo y cuya efectividad depende del compromiso democrático de países que han demostra-
do claramente no querer cooperar y actuar según los valores establecidos por la Unión?

En ninguno de los casos mencionados se llegó a aplicar alguna de las cláusulas del artículo 7, puesto que 
en la práctica la puesta en marcha de los mecanismos resultaba casi imposible debido a los altos umbrales 
que se requería. Esta es la razón que justificó la decisión de crear mecanismos más flexibles que permitieran 
actuar en estos casos, es decir, mecanismos que fueran capaces de llenar el vacío existente entre «la mano 
suave de la persuasión política y la mano dura del artículo 7 del Tratado» (Barroso, 2012). La falta de volun-
tad política para activar el artículo 7, así como el carácter tan trascendental que tenía su aplicación fue lo 
que llevó a la Unión Europea en aquel momento a buscar nuevas alternativas que pudieran hacer frente a 
las amenazas del Estado de Derecho por parte de algunos de sus Estados miembros y, en concreto, “con la 
mirada especialmente puesta en Hungría” (Pérez Bernárdez, 2016). 

En 2013, la Comisión empezaba a dar sus primeros pasos en esta línea mediante el establecimiento del Cua-
dro de Indicadores de la Justicia en la UE (Comisión Europea, 2013), un instrumento creado para realizar 
un examen comparativo de independencia, calidad y eficiencia judicial. Entre dichas alternativas, también 
debemos destacar el llamado nuevo Marco del Estado de Derecho adoptado por la Comisión Europea, ela-
borado en 2014. En su comunicado, la Comisión explicaba con claridad meridiana en qué consistía este me-
canismo: “La Comisión establece un nuevo marco destinado a garantizar una protección eficaz y coherente 
del Estado de Derecho en todos los Estados miembros. Se trata de un marco para abordar y resolver una si-
tuación en la que existe una amenaza sistémica para el Estado de Derecho. El Marco pretende dar respuesta 
a futuras amenazas para el Estado de Derecho en los Estados miembros antes de que se den las condiciones 
para activar los mecanismos previstos en el artículo 7 del TUE. Por lo tanto, está concebido para cubrir un 
vacío. No es una alternativa, sino un mecanismo que más bien precede y complementa los mecanismos del 
artículo 7 del TUE” (Comisión Europea, 2014).

Se trataba, por tanto, de un procedimiento político que se suponía que le iba a permitir a la Comisión ade-
lantarse y sentar la primera voz de alarma en situaciones contempladas en el artículo 7 TUE, estableciendo 
conversaciones con el país implicado al respecto. Este mecanismo fue impulsado por el Presidente Barroso 
por la “necesidad de tender un puente entre la persuasión política y los procedimientos de infracción es-
pecíficos, por un lado, y lo que llamó la opción nuclear del artículo 7 TUE” (Barroso, 2013), es decir, por la 
carencia de “un instrumento a caballo entre ambos, que pudiera activarse con relativa facilidad sin poner 
en un brete a los Estados miembros, celosos de salvaguardar, lo que consideran, con excesiva amplitud, sus 
asuntos internos” (Pérez Bernárdez, 2016). Con el mismo se pretendía avanzar en la consecución del respeto 
de los valores de la Unión sin necesidad de tener que tomar medidas más restrictivas, optando por una al-
ternativa de persuasión y cooperación política. De esta manera, la Unión podría evitar atacar directamente 
a ciertos Estados miembros imponiéndoles sanciones que pudieran interpretarse como una intromisión en 
su soberanía, escogiendo en su lugar la realización de un seguimiento y el planteamiento de directrices que 
pudieran mantener al estado infractor en cuestión en el buen camino.

Sin embargo, en contraposición con lo que esperaba la Unión de estos nuevos instrumentos, en mi opinión 
los mismos resultaron ser uno de los grandes fallos que se han llevado a cabo en estos años. Para empezar, 
se basan en la presunción de que un enfoque discursivo, es decir, un diálogo entre la Comisión y el Estado 
miembro que infrinja el artículo 2 del TUE, está destinado a producir resultados positivos. Como hemos 
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podido observar a lo largo de este tiempo, una vez que pasamos a los casos realmente problemáticos, es de-
cir, los países en los que la élite gobernante ha hecho una elección consciente de no cumplir con los valores 
de la UE, en la práctica resulta poco probable que la socialización en el marco de un nuevo procedimiento 
anterior al artículo 7 del TUE produzca un cambio significativo y ponga fin a cualquier intento sistémico de 
infringir los valores de la UE en el Estado miembro correspondiente (Kochenov y Pech, 2015). La cuestión 
está, por tanto, en aquellos Estados miembros que toman una decisión política de oponerse a los valores del 
artículo 2 del TUE, no en aquellos que son incumplidores o negligentes sin saberlo. (Kochenov, 2019). Quizá 
este instrumento pudiera ser eficaz en aquellos casos puntuales en los cuales un Estado miembro lleva a 
cabo una serie de actuaciones de dudoso corte democrático pero que pueden ser fácilmente reconducibles 
hacia el respeto de los valores de la Unión. El diálogo con el estado implicado, la elaboración de una serie 
de directrices y el seguimiento exhaustivo del mismo en casos puntuales en los cuales no se han tomado 
decisiones políticas con el claro objetivo de faltar al Estado de Derecho pueden ser medidas apropiadas y su-
ficientes para solventar la situación. No obstante, casos de reiterada y sistémica vulneración de los principios 
básicos de la Unión y de una fuerte convicción en contra del Estado de Derecho tal y como lo conocemos no 
pueden ser resueltos a través de mecanismos de persuasión y entendimiento. 

Fue una respuesta ilusa e ineficaz por parte de la Unión el apostar por instrumentos que no atajaban el pro-
blema desde la raíz, sino que se basaban en la espera de una respuesta favorable y el compromiso por parte 
de dirigentes políticos cuyas intenciones estaban más que claras y no iban, ni han ido, en la dirección que 
la Unión Europea desearía. La práctica ha demostrado que resolver estos problemas a través del diálogo y 
la cooperación es imposible, ya que el diálogo y la cooperación no pueden ser una respuesta a una elección 
calculada de no cumplir con los principios fundamentales, abusando así de las vulnerabilidades existentes 
en las herramientas o instrumentos de aplicación disponibles en el sistema jurídico de la UE, mientras estos 
países se aprovechan del principio de confianza mutua y cosechan los beneficios económicos del mercado 
interior (Kochenov, 2019). Polonia y Hungría han sacado durante largos años provecho de su situación de 
grandes beneficiarios de los fondos de la Unión para alimentar sus propias políticas antiliberales a expensas 
del principio de cooperación leal y respeto de los valores fijados en el artículo 2 TUE sin que la Unión Euro-
pea haya dado una respuesta consecuente y a la altura de estos actos. 

De esta manera, en una situación realmente grave en la que se ponía en riesgo no solo los valores de la 
Unión, sino su existencia en sí, se optó por un instrumento laxo basado en el diálogo sin ningún tipo de 
fuerza coercitiva, confiando en la intención de cooperación de estados que llevaban manifestándose como 
infractores durante mucho tiempo, agravando la situación. Esta estrategia no solo no surtió efecto sino que 
además demoró e hizo más complicada la aplicación de los mecanismos del artículo 7 TUE (Pech y Scheppe-
le, 2017). La Comisión no fue capaz de apreciar que los aspirantes a la autoridad siempre tratan de consolidar 
el poder lo antes posible y, lamentablemente, el intento de actuar a través del Marco del Estado de Derecho 
simplemente retrasa el momento en que se puede invocar el artículo 7 del TUE hasta que ya se ha producido 
la consolidación crítica del poder. Cuando se quiso actuar de manera más contundente la oportunidad ya 
se había perdido: Polonia y Hungría ya habían llegado a un acuerdo para formar una alianza de apoyo y pro-
tección mutua, dejando inaplicable el mecanismo sancionador del artículo 7. Este mecanismo, que una vez 
había sido postergado a una opción nuclear que debía ser evitada mediante todos los medios, ha resultado 
deslegitimado e inservible.

El resultado de todo este tiempo ha sido la deriva en una situación en la cual el diagnóstico común es que 
la UE carece de instrumentos jurídicos eficaces para poner fin a las infracciones sistémicas del Estado de 
Derecho por parte de los Estados miembros (Łacny, 2021a). Esto es importante porque es necesario tener 
muy clara la naturaleza del problema para poder actuar en consecuencia. Tras estos intentos frustrados por 
parte de la Comisión de establecer procedimientos y mecanismos que implicaran el diálogo y no la impo-
sición de sanciones por la fuerza, se ha llegado a la clara conclusión de la necesidad de dejar a un lado los 
formalismos y la mano blanda para pasar a buscar formas de actuación más contundentes que pongan fin 
a una situación que lleva prolongándose demasiado en el tiempo. Parece existir una posición común sobre 
la inaceptabilidad de la situación por más tiempo ya que, entre otras cosas, estas infracciones perjudican 
los intereses financieros de la UE y ponen en peligro el frágil equilibrio de poderes entre la UE y los Estados 
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miembros (Kochenov, 2019). La única manera de evitar que se consolide una autocracia que viole los valores 
de la UE es actuar con rapidez en cuanto las señales de peligro sean claras (Pech y Schepelle, 2017) y, como 
ya hemos visto, la respuesta por parte de la Unión Europea llega tarde en este sentido.

Es hora de afrontar los dos grandes problemas que han tenido esta cuestión paralizada durante demasiado 
tiempo: la falta de una voluntad clara por parte de los Estados miembros y la incapacidad de las instituciones 
de la UE para utilizar todo el potencial de los instrumentos jurídicos disponibles a la altura de la gravedad 
del problema (Kochenov, 2019). Es necesario un instrumento que analice de forma exhaustiva, contextual, 
objetiva e igualitaria la situación y, en su caso, no pierda demasiado tiempo con la deliberación, el debate y 
la discusión (como ha pasado en casos anteriores), sino que tome las medidas oportunas de forma rápida 
y eficaz. La demora en la toma de decisiones relacionadas con el Estado de Derecho puede culminar en un 
daño irreversible y grave por el retroceso del Estado de Derecho, daño que puede llegar a ser difícilmente re-
parable. Una vez que se llevan a cabo actos como la reescritura de la Constitución, la debilitación de las ins-
tituciones que debían servir de control a los gobernantes y el nombramiento de personas leales al gobierno 
para ocupar puestos clave, resulta extremadamente difícil dar un giro de 180 grados y restablecer el Estado 
de derecho, y aún más difícil explicar a la población la necesidad de este cambio. También es cuestionable 
el hecho de si un nuevo gobierno volvería en su totalidad al Estado de Derecho o, en cambio, mantendría al 
menos algunos elementos del sistema que permiten el abuso de poder (Bárd y Sledzińska-Simon, 2019). Todo 
ello subraya la necesidad clave y fundamental de actuar de forma pronta y eficaz cuando aún se tiene la po-
sibilidad de enmendar la situación. 

La condicionalidad podría suponer un soplo de aire fresco en esta cuestión. En primer lugar, la votación por 
mayoría cualificada, sorteando las posibilidades de veto, sería la clave para hacerle frente a las agrupaciones 
políticas dentro del Consejo y poder poner en marcha por fin un instrumento que pueda aportar soluciones. 
El gran problema con el que se topó el mecanismo sancionador del artículo 7 TUE, como ya hemos comen-
tado, era la necesidad de unanimidad para poder ponerlo en marcha. Este nuevo instrumento sortea esta 
situación, dejando a un lado la alianza política forjada por Polonia y Hungría, al no requerirse que todos los 
Estados miembros estén de acuerdo con la toma de esta decisión. A través de este proceso de votación estos 
países podrán seguir votando en contra de que se apliquen medidas sancionadoras contra sus aliados polí-
ticos con la esperanza de poder seguir manteniendo la situación y actuar según sus propios ideales, pero no 
tendrán la última palabra. La votación por mayoría cualificada hace que la aprobación de medidas punitivas 
contra los Estados infractores en la práctica sea más que factible. 

Además, como hemos visto la Comisión a través de este instrumento podría llevar a cabo las sanciones de 
forma inmediata suspendiendo el pago de los fondos de la UE. De este modo se consiguen los incentivos 
correctos: el Estado miembro infractor persistente tendría que demostrar su cumplimiento para liberar los 
fondos, lo que forzaría a una corrección temprana de la situación. Polonia y Hungría son dos de los mayores 
receptores de fondos regionales y de cohesión de la UE. La perspectiva de que la Comisión retenga los fondos 
de la UE hasta que un Estado miembro vuelva al redil del Estado de Derecho puede concentrar a los gobier-
nos de los Estados infractores en el cumplimiento real y no sólo simbólico (Pech and Schepelle, 2017). Las 
medidas impuestas a los Estados miembros en el marco de la condicionalidad del Estado de Derecho pue-
den ciertamente ejercer una presión financiera sobre ellos, materializándose en una voluntad real por parte 
de estos Estados miembros de cumplir con las expectativas europeas, consiguiendo revertir la situación. 

Además, en función de la gravedad de la infracción del Estado de Derecho y de la decisión del Consejo, estas 
medidas podrán conducir solo a la suspensión de los fondos de la UE o pueden llegar a desembocar en la 
obligación mucho más severa de devolver los fondos de la Unión ya recibidos por los Estados miembros. La 
condicionalidad del Estado de Derecho puede conducir a la suspensión de los fondos de la UE, pero tam-
bién a su pérdida definitiva por parte de un Estado miembro que viole el Estado de Derecho (Łacny, 2021b). 
Sin duda alguna, la severidad de las medidas tendrá un claro impacto en la respuesta de los países frente al 
peligro inminente de poder perder la financiación de sus políticas.

Suspender el pago de los fondos de la UE cambia la línea de base sobre la que actúa el Estado y proporcio-
na muchos más incentivos para el cumplimiento temprano. En la actualidad, un Estado no tiene nada que 
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perder cuando espera todo lo que puede para cumplir, lo que puede extenderse desde años hasta décadas 
(Scheppele, Kochenov y Grabowska-Moroz, 2021). Los Estados infractores, sabiendo que la toma de decisio-
nes y medidas se puede demorar durante un largo período de tiempo, aprovechan esta situación para seguir 
actuando en su línea abusiva. Es lo que llevan haciendo durante años estados como Polonia y Hungría: ac-
tuar confiados en su situación de ventaja frente a la inoperatividad de la Unión en materia de protección del 
Estado de Derecho, realizando movimientos estratégicos para ralentizar lo máximo posible el momento de 
aplicación de sanciones contra ellos. Esta situación si no es combatida con medidas apropiadas es difícil-
mente corregible. La suspensión de los fondos de la Unión supone una motivación importante para que los 
Estados miembros restablezcan el Estado de Derecho, así como un claro mensaje político de que la Unión no 
subvenciona a los Estados miembros que lo violan (Closa and Kochenov, 2016).

Pasando ahora a analizar la respuesta de las distintas instituciones ante este nuevo instrumento, podemos 
decir que las perspectivas son bastante favorables. Al comienzo de este trabajo comentábamos cuáles ha-
bían sido los principales problemas institucionales que se estaban dando en la Unión Europea durante estos 
años en la lucha por la defensa del Estado de Derecho: Una protección por parte de las familias políticas 
europeas a gobiernos antiliberales en el Parlamento Europeo, una carencia de apoyo por parte del Consejo 
hacia la Comisión que afectaba de manera directa en su capacidad de iniciativa y una serie de alianzas y pre-
ferencias individuales en el Consejo que paralizaban la votación. Gracias al mecanismo de condicionalidad 
de los fondos, podemos decir que esta serie de circunstancias se va a poder corregir en gran medida.

 Por un lado, podemos deducir que la situación en el Consejo va a resultar más fácil de abordar ahora que 
no se requiere una unanimidad para poder aprobar medidas. La mayoría cualificada abre paso a una nueva 
opción de debate y mayor flexibilidad en la puesta en común de las opiniones de los EEMM. Aunque existan 
preferencias individuales y puedan mantenerse ciertas alianzas como la del grupo de Visegrado, llegar a un 
consenso y alcanzar la mayoría necesaria no debería ser tan complicado como en instrumentos anteriores.

Por su parte, la recepción de este instrumento en el Parlamento Europeo ha sido ampliamente favorable. 
El Parlamento se ha mostrado más que ansioso por poner en práctica esta nueva posibilidad y perseguir de 
una vez por todas este tipo de actuaciones que afectan de manera directa a los ciudadanos de la Unión18. De 
hecho, ha sido esta institución la que ha pedido que se ponga en marcha ya este instrumento sin ni siquiera 
esperar a la sentencia del TJUE sobre el recurso de legalidad que han interpuesto Polonia y Hungría, que 
podrá llegar a demorarse hasta finales de año (Parlamento, 2021). 

Por otro lado, la Comisión parece que encontrará un alivio en su necesidad de validación por parte del Con-
sejo. Como comentamos al principio de este trabajo, la Comisión había limitado mucho en casos anteriores 
su presentación de propuestas ante el Consejo por el temor a no ser respaldado y poner en duda así su legi-
timidad y poder institucional. La Comisión ha sido muy comedida en sus actuaciones durante los últimos 
años bajo la necesidad de no dar un paso en falso. El presentar una propuesta de gran importancia en esta 
materia al Consejo y que ésta no saliera adelante suponía un gran revés para la Comisión en el cumplimiento 
de sus funciones designadas. Ahora que es más sencillo que el Consejo dé su visto bueno a través de la vota-
ción por mayoría cualificada cabe esperar que la Comisión sea mucho más activa en su labor de guardiana 
de los Tratados y protectora del Estado de Derecho.

Finalmente, los EEMM (a excepción de los amenazados con poder sufrir las consecuencias de este instru-
mento) se han mostrado bastante abiertos a la adopción del mismo (Pitchers, 2020). Tenemos que tener 
en cuenta también la gran necesidad que existía porque los fondos fueran aprobados para que los EEMM 
pudieran hacer frente correctamente a la situación provocada por la pandemia COVID-19 con la inyección 
de estas cantidades de dinero. El retraso de dicha aprobación por el veto de Polonia y Hungría era algo que 
afectaba directamente a todos. Para los EEMM cumplidores de sus deberes con la Unión, y que no le temen 
al establecimiento de las sanciones por violar el Estado de Derecho, esta situación no se trataba más que de 
un retraso innecesario por parte de Polonia y Hungría, agotando la paciencia de muchos líderes europeos. 
Se llegó a plantear incluso la opción de aprobar los fondos europeos dejando fuera de los mismos a Polonia 
y Hungría si no levantaban su veto (Pitchers, 2020). 

18	 Véase: https://www.eldiario.es/economia/pe-pide-normas-condicionan-fondos-europeos-respetar-derechos_1_7297135.html 
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No debemos olvidar que los Estados Miembros son los más afectados por el hecho de que existan países que 
vulneran los principios de la Unión. La UE está basada en el principio de cooperación leal y la toma de de-
terminadas actuaciones y decisiones por ciertos Estados Miembros puede afectar al clima democrático y de 
respeto de los derechos fundamentales que siempre ha caracterizado al club. Estas violaciones de los valores 
de la UE no afectan simplemente a los ciudadanos del Estado miembro en cuestión. También afectan a los 
ciudadanos de la UE que residen en ese país, así como a todos los ciudadanos de la UE a través de la partici-
pación de este país en el proceso de toma de decisiones de la UE y la adopción de normas que obligan a to-
dos en la UE. El espacio interconectado judicial y reglamentario de Europa también se basa en el principio de 
confianza mutua y en el requisito absoluto de reconocimiento mutuo de las decisiones judiciales, que difí-
cilmente puede sobrevivir cuando un sistema nacional deja de regirse por el Estado de Derecho (Kochenov y 
Pech, 2016). Es por ello que son los propios Estados Miembros los principales interesados en que este tipo de 
instrumentos funcionen y ayuden a mantener el sistema legal y democrático establecido dentro de la Unión.

Realmente, la clave durante todo este tiempo ha sido ver de qué manera realmente se podría hacer que los 
EEMM cumplieran con las obligaciones que adquirieron en el momento en el que se adhirieron a la Unión 
Europea. Esta es una cuestión bastante compleja. El gran problema es que, pese a existir ciertos mecanismos 
para intentar mantener en la línea democrática a los países integrantes de este proyecto, la Unión no cuenta 
con una capacidad real para forzar a los EEMM en el cumplimiento del Estado de Derecho. 

Es cierto que la Unión realiza un control exhaustivo en el momento en el cual un país decide optar a formar 
parte de la Unión Europea, exigiéndole que cumpla con unos estándares democráticos y cuente con un sis-
tema interno con separación de poderes digno de un país fundado en el Estado de Derecho, pero una vez 
que el país en cuestión pasa a ser un Estado Miembro, se da por hecho que el mismo respetará y defenderá 
los valores fundamentales que rigen el funcionamiento interno de la Unión. Aunque existan mecanismos 
para controlar este respeto y cumplimiento de los deberes implicados en el hecho de formar parte del club, 
la realidad es que en la práctica la UE no contaba con mecanismos efectivos que le permitieran actuar de 
forma satisfactoria como hemos visto a lo largo de este trabajo. Este es un gran y complejo problema dentro 
de la Unión. La Unión Europea realmente es una suma de las cesiones de soberanía que han ido realizando 
los EEMM a lo largo del tiempo en distintas materias. Si bien ha ganado mucha autonomía en determina-
dos aspectos, la misma no deja de depender de la voluntad de los Estado Miembros. De esta manera, la UE 
no tiene la capacidad punitiva propia de un Estado, no tiene legitimidad para hacer cumplir sus sentencias 
por mucho que la misma emita estos dictámenes. Se trata en última instancia de que los Estados Miembros 
quieran colaborar. 

Ahora bien, ¿de qué manera puede ayudar esta nueva condicionalidad de los fondos en este sentido? Cier-
tamente, esta condicionalidad de los fondos europeos es lo que lleva esperando la Unión durante mucho 
tiempo. Si bien la UE no cuenta con esta capacidad punitiva para establecer condenas a los EEMM como tal, 
gracias a instrumentos como este se le presenta la posibilidad de corregir el comportamiento de los EEMM 
en ciertas materias. Esta condicionalidad permite supervisar que los EEMM estén cumpliendo con su deber 
a la hora de ejecutar los fondos correctamente, así como poder corregir situaciones de infracción del Estado 
de Derecho de manera contundente. Por tanto, aunque no suponga una capacidad coercitiva como tal, en la 
práctica es una manera de respetar el derecho de la Unión y se sigan las directrices que ésta ha ido fijando. 
Un mecanismo accesible y de fácil puesta en marcha, sin dilaciones innecesarias ni grandes debates entre 
instituciones era lo que a la Unión Europea le hacía falta. Pese a que este mecanismo solo se vaya a poder 
aplicar en el seno de los fondos europeos y el respeto al Estado de Derecho, en mi opinión resulta un primer 
paso muy interesante para establecer una línea de actuación en la cual la Unión demuestre que puede llegar 
a tener un mayor control sobre las actuaciones de los Estados y su correcto comportamiento en el seno de 
la misma. Todos los Estados Miembros deben cooperar y defender los intereses de la Unión y esto no puede 
realizarse de otra manera que no sea respetando sus valores fundamentales. 
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Capítulo VI. Efectos de la aplicación de este instrumento 

Como ya hemos indicado de manera reiterada a lo largo de este trabajo, la puesta en marcha de este instru-
mento de condicionalidad de los fondos busca frenar en la medida de lo posible las actuaciones contra el 
Estado de Derecho, perpetuadas durante varios años por ciertos estados miembros. No obstante, tenemos 
que tener en cuenta también que este tipo de actuaciones no siempre pueden obtener los resultados espe-
rados. Si bien es una medida que puede llegar a ser la solución de muchos de los problemas de la Unión, 
esta herramienta de la Comisión para recortar los fondos de la UE a los Estados infractores también puede 
resultar ser contraproducente porque podría llegar a tener una serie de consecuencias negativas. Por ejem-
plo, como veremos a continuación, podría afectar en gran medida a los beneficiarios directos, incluidos los 
ciudadanos de la UE, de tal manera que aumentaría el euroescepticismo, la polarización, y las divisiones 
Este-Oeste dentro de la UE (Scheppele, Kochenov y Grabowska-Moroz, 2021). Es por ello que se espera que la 
Unión Europea actúe con gran cautela y en los casos totalmente imprescindibles para tratar de evitar daños 
a los ciudadanos europeos. 

Las decisiones impulsadas por parte de la Comisión pueden tener consecuencias graves dentro de los pro-
pios estados infractores. Una sanción podría acarrear el alimentar aún más una respuesta nacionalista den-
tro de esos estados (Schlipphak y Treib, 2016). Una propuesta de sanción como la que se plantea a través 
de la condicionalidad de los fondos podría generar un aumento en el apoyo a los actores nacionales que la 
UE trata de contrarrestar. Partiendo de la base de que las intervenciones ofrecen a los actores nacionales 
la oportunidad de echar la culpa a Bruselas, las intervenciones de la UE podrían provocar en realidad un 
aumento del apoyo público al gobierno acusado, en lugar de debilitar políticamente su base de apoyo y des-
legitimar sus políticas autoritarias. El problema está en que los gobiernos infractores tratarán de enmarcar 
la crisis o las consecuencias producidas por las sanciones como consecuencia de una intervención externa 
catalogada como ilegítima en la política nacional, reafirmándose como los únicos actores capaces de resol-
ver el problema (Carlin, 2015). La Unión, en estos casos, sirve como objeto plasmable de la globalización, 
es provechosamente identificable como un poder tecnócrata y elitista externo, que además el ciudadano no 
comprende bien, y además, se ve identificado como el origen de todos los males relativos a la crisis econó-
mica (Nanclares, 2019). 

Ciertas investigaciones sobre el euroescepticismo público muestran que los ciudadanos que confían en su 
gobierno son más propensos a mostrar actitudes positivas hacia la Unión Europea que los ciudadanos que 
desconfían de sus líderes nacionales (Gabel y Scheve, 2007). En cambio, los votantes de los partidos de dere-
cha radical comparten actitudes más euroescépticas que el votante medio o de corrientes más centrales (De 
Vries y Edwards, 2009). En una realidad como la nuestra donde la Unión Europea cada vez interviene más en 
la toma de decisiones a nivel nacional, los gobiernos aprovechan para trasladar la culpa a los actores exter-
nos y presentar los acontecimientos o consecuencias negativas como producidas por los agentes exteriores, 
manteniendo así la confianza de los ciudadanos en su competencia y fiabilidad (Schlipphak y Treib, 2016). 

Por tanto, un gobierno al cual se le acusa de violar los principios esenciales del Estado de Derecho intentará 
reaccionar aunque cualquier forma de intervención por parte de la UE en la política nacional, echando la cul-
pa a Bruselas. El problema de esto es que los ciudadanos perciben la situación nacional de forma más favora-
ble si la UE se presenta de forma más negativa (Kumlin, 2011), por lo que es probable que esta intervención 
externa haga aumentar el apoyo público al gobierno, lo que hace que los ciudadanos están más dispuestos a 
aceptar las políticas autoritarias llevadas a cabo por el mismo. En el caso de un gobierno que ha sido elegido 
como resultado de unas elecciones igualitarias, libres y justas, el hecho de que la Unión tome medidas contra 
el mismo invita a que los ciudadanos reacciones de forma contraria a la UE, puesto que se retrata como un 
actor antidemocrático que interviene ilegítimamente contra un gobierno que tiene el respaldo de la mayoría 
de votantes (Schlipphak y Treib, 2016). Para estos gobiernos infractores, una intervención de la UE contra el 
retroceso democrático supone la posibilidad de enmarcar dicha intervención como algo negativo de forma 
que fomente el respaldo de los ciudadanos en sus políticas contrarias a los valores establecidos por la Unión. 
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Este es uno de los motivos que puede llegar a justificar la falta de iniciativa por parte de la Comisión en oca-
siones pasadas en lo relativo a la puesta en marcha de los mecanismos previstos para la defensa del Estado 
de Derecho. Las decisiones de la Comisión pueden llegar a tener un efecto contrario al que se desea dentro 
del estado infractor, alejando aún más al gobierno en cuestión y su población (Bieber y Maiani, 2014). La 
Unión debe ser muy cautelosa a la hora de iniciar actuaciones que pueden ser interpretadas como acciones 
directas en contra de los ciudadanos de un determinado Estado Miembro.

Si tenemos en cuenta lo anterior, más la experiencia adquirida del trato con Austria en el año 2000, pode-
mos reafirmar que la condicionalidad podría ser contraproducente y disminuir las actitudes favorables de la 
UE, que siguen siendo elevadas en las sociedades de Europea Central y Oriental, especialmente en Polonia 
y Hungría (Hegedüs Daniel, 2019b). En el caso austriaco, los 14 estados miembros restantes de la Unión 
suspendieron sus relaciones diplomáticas bilaterales con Austria tras el acuerdo de coalición entre el Par-
tido Popular Austriaco (ÖVP) y el Partido Austriaco de la Libertad (FPÖ), de derecha radical, para formar el 
gobierno en dicho país. No fueron tanto las posiciones políticas oficiales del FPÖ las que desataron una gran 
preocupación entre los socios europeos, sino las declaraciones llevadas a cabo por Haider, que coqueteaban 
con ciertos estereotipos antisemitas y restaban importancia a los crímenes del régimen nazi. Cuando quedó 
claro que el partido de Haider podría llegar a gobernar en Austria, los gobiernos de Francia y Bélgica, que 
también luchaban contra la derecha, empezaron a presionar para que se adoptaran medidas para corregir 
esta situación (Schlipphak y Treib, 2016). El resultado fue, como ya hemos comentado, el aislamiento diplo-
mático de este país, algo que fue duramente criticado por los ciudadanos. Estas medidas fueron entendidas 
como una intromisión ilegítima en los asuntos internos: la opinión pública austriaca se mostró muy crítica 
con las sanciones y apoyó al gobierno en su lucha contra las medidas establecidas por los catorce socios 
europeos. 

El impacto negativo que tuvieron las reacciones europeas en las actitudes de la sociedad austriaca hacia la 
UE puede llegar a ser comprensible, en la medida en la que estas reacciones fueron muy contundentes e 
incluso, exageradas, en un caso en el cual los valores fundamentales de la UE no estaban gravemente ame-
nazados (Hegedüs Daniel, 2019b). El informe llevado a cabo por el comité de los tres sabios, creado a conse-
cuencia de esta situación, recomendó el levantamiento de las sanciones puesto que no existían problemas 
democráticos importantes y podría generar resultados adversos “avivando los sentimientos nacionalistas 
del país”. En este caso, efectivamente, las sanciones resultaron contraproducentes, puesto que en lugar de 
debilitar al gobierno, provocaron un aumento del apoyo popular que duró hasta las siguientes elecciones 
(Schlipphak y Treib, 2016).

Es por ello que la UE debe ser muy cuidadosa a la hora de ponderar si debe o no intervenir contra un Estado 
miembro, puesto que se tiende a convertir las intervenciones en una cuestión de “nosotros” contra “ellos”, 
argumentando que la UE se entromete ilegítimamente en asuntos internos, achacándole las consecuencias 
negativas a la misma. La Unión Europea debe tratar de cuidar al máximo estos aspectos y seguir fomentando 
el sentimiento de identidad con el ideal de “ciudadano europeo”, sobretodo en países de gran corte nacio-
nalista en los que resulta más difícil complementar los sentimientos patrióticos con el de pertenencia a la 
Unión. 

No obstante, actualmente la situación en los países de Europa Central y Oriental es fundamentalmente di-
ferente al caso austriaco y podría jugar a favor de la Unión, dándole un giro a la reacción esperada por los 
ciudadanos en base a lo expuesto anteriormente. En los casos de Polonia y Hungría se han llevado actos en 
la práctica que, a diferencia del caso austriaco, sí han llegado a amenazar y violar el Estado de Derecho. Gran 
parte de la sociedad polaca y húngara es consciente de la deficiencia democrática que se está viviendo en 
sus países, esperando un mayor compromiso por parte de la UE para frenar esta situación (Hegedüs, 2019b). 
Debemos tener en cuenta que la legitimidad política de gobiernos como PiS y Fidesz se basa en gran medida 
en sus políticas de bienestar y sus resultados económicos, ambos factores dependientes prácticamente en su 
totalidad de las transferencias financieras que reciben de la UE. Si bien la propuesta de la Comisión trata de 
salvaguardar a los ciudadanos como beneficiarios finales de los fondos, sin los flujos financieros de la UE la 
presión económica y financiera que tendrán que soportar estos gobiernos podría alterar considerablemente 
los cálculos políticos y permitir una vuelta a cierto cumplimiento de los valores democráticos establecidos 



Real Instituto Universitario de Estudios Europeos | 37

por la Unión. La gran baza de estos gobiernos son sus resultados económicos: sin los fondos de la Unión su 
punto fuerte desaparecería, permitiendo una mayor cuestionabilidad por parte de los ciudadanos de dichos 
estados miembros sobre el valor real de partidos políticos como Fidesz. 

Uno de los asuntos que más preocupaba con la aplicación de este instrumento era el hecho de que la apli-
cación de las medidas de retirada de los fondos estructurales de la UE pudiera suponer en la práctica un 
castigo para los ciudadanos de los estados infractores en lugar de a sus dirigentes, alejándolos así de la UE 
y empujándolos a los brazos de sus gobiernos antiliberales. Esta propuesta podría socavar la Unión entre la 
ciudadanía europea al entenderse estos actos como un intento de abandono de ciertos ciudadanos que tie-
nen la desgracia de vivir en un Estado miembro con un gobierno nacional autoritario (Halmai, 2018).

No obstante, la situación jurídica de los beneficiarios de los fondos de la Unión que viven en un Estado 
miembro contra el que se aplicaría la condicionalidad del Estado de Derecho ha mejorado. La Unión se ha 
encargado de establecer un procedimiento para intentar proteger en la medida de lo posible a los destina-
tarios y beneficiarios finales de las ayudas de la Unión, para que en ningún caso las sanciones adoptadas 
con objeto de la vulneración de los principios del Estado de Derecho puedan dañar los intereses de los ciu-
dadanos. En primer lugar, la Comisión tendrá en cuenta, cuando vaya a adoptar medidas sancionadoras, la 
posible repercusión para los destinatarios y beneficiarios finales. Se trata de castigar con este instrumento a 
los gobiernos infractores del Estado de Derecho que no están cumpliendo con los compromisos adquiridos 
con la Unión, no a sus ciudadanos.

Debemos saber que los pagos de la Comisión a los Estados miembros son jurídicamente independientes 
de los pagos que deben realizar las autoridades nacionales a los beneficiarios; la imposición de medidas no 
afectará a las obligaciones que tienen las entidades públicas o los Estados miembros de ejecutar el programa 
o fondo afectado por la medida, ni a las obligaciones de efectuar pagos a los destinatarios o beneficiarios 
finales (Apartado 19 y Artículo 5, Reglamento (UE) 2020/2092). Se ha añadido una medida coercitiva a la obli-
gación de un Estado miembro de desembolsar los fondos de la UE para ellos, incluso si en virtud de la con-
dicionalidad del Estado de Derecho estos fondos se suspendieran o, en los casos más graves, tuvieran que 
ser devueltos por el Estado en cuestión (Łacny, 2021b). La Comisión llevará a cabo un seguimiento a través 
del requerimiento de presentación de informes al Estado miembro para garantizar que se está cumpliendo 
con las obligaciones de pago y que las decisiones adoptadas no están afectando en modo alguno, directa o 
indirectamente, a dichos pagos que deben recibir los beneficiarios. Es más, para reforzar esta protección, la 
Comisión facilitará información así como orientaciones a través de un sitio web, además de herramientas 
adecuadas para que los beneficiarios finales puedan informar de cualquier incumplimiento de la obligación 
legal de pago que les afecte directamente por parte de las entidades públicas y los Estados miembros, con 
objeto de garantizar que se están efectuando correctamente los pagos (Apartado 19 y Artículo 5, Reglamento 
(UE) 2020/2092). Lo fundamental es que, si la Comisión considera que el Estado miembro ha dejado real-
mente de efectuar los pagos a los beneficiarios, estaría autorizada a adoptar las medidas adecuadas con res-
pecto a dicho Estado, de acuerdo con las normas sectoriales, por ejemplo, recuperar los pagos de la Unión ya 
efectuados o reducir la ayuda de la Unión (Łacny, 2021b).

Otro de los efectos que preocupa especialmente y que se observa con gran temor a la hora de la aplicación 
del mecanismo es la ampliación de la brecha entre los Estados miembros de Europa occidental y los de Eu-
ropa central y oriental, especialmente teniendo en cuenta que las deficiencias del Estado de Derecho son 
principalmente problemas de los miembros más “nuevos”, así como más pobres, que son beneficiarios netos 
de los fondos (Hegedüs Daniel, 2019b). 

Se plantea si la utilización de este instrumento podría suponer una discriminación a determinados estados 
miembros. No obstante, debemos tener en cuenta que, lamentablemente, ninguna medida puede crear una 
influencia igual sobre todos los países de la UE. Los Estados miembros europeos están integrados en el mer-
cado interior y en las políticas redistributivas europeas de maneras muy diferentes, lo que hace que la idea de 
una medida ideal que no discrimine entre los estados miembros y ejerza el mismo nivel de influencia política 
sobre ellos sea simplemente irreal (Hegedüs, 2019a). Se ha tratado de compensar estas desigualdades eco-
nómicas a la hora de hacer el reparto de los fondos de la Unión para beneficiar a los estados que requerían 
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de un mayor desarrollo económico, fomentando las políticas interiores y el funcionamiento dentro de estos 
estados. La actuación de la Unión siempre ha intentado ser lo más justa y equitativa posible entre los Estados 
Miembros, fomentando el que todos los integrantes de la misma pudieran alcanzar un nivel económico y 
estado de bienestar semejante. El hecho de que por la imposición de este tipo de sanciones se puedan llegar 
a crear nuevas desigualdades o agravar las preexistentes no es achacable a la propia Unión, sino al compor-
tamiento de los gobiernos de estos estados miembros que ponen por delante sus ideologías iliberales a costa 
del desarrollo económico de sus países y el bienestar de sus ciudadanos.

Teniendo en cuenta todo lo anterior, debemos valorar el hecho de que la condicionalidad del Estado de 
Derecho sobre los receptores netos de los fondos de la UE es una oportunidad única que podría tener un 
impacto muy significativo en el proceso de erosión democrática de Polonia y Hungría, además de evitar que 
otros países como Rumanía o Eslovaquia pudieran seguir el mismo camino. Es cierto que el incumplimiento 
de los valores del artículo 2 TUE es un fenómeno que afecta a toda la UE, pero la amenaza no es idéntica en 
todos los Estados miembros de la Unión. Bulgaria, Croacia, Italia, Malta, Rumanía y Eslovaquia tienen im-
portantes problemas con el Estado de Derecho, la corrupción política y la independencia de los medios de 
comunicación. Sin embargo, sólo en Hungría y Polonia existe un proceso real y consciente de autocratiza-
ción impulsado y puesto en marcha por motivaciones ideológicas que ha conseguido alterar de forma siste-
mática la calidad del sistema político y ha conducido a sistemas democráticos defectuosos y de un régimen 
autoritario competitivo (Hegedüs Daniel, 2019b). La violación de los valores democráticos liberales de la 
UE es un problema predominantemente en Europa Central y Oriental, cuyos máximos exponentes son Po-
lonia y Hungría, pero que puede seguir apareciendo y aumentando en el resto de países. No podemos dejar 
que esta historia se siga desarrollando por más tiempo. Aún sabiendo que este nuevo instrumento entraña 
grandes retos y que debe ser utilizado cautelosamente, no debemos olvidar que las consecuencias de una no 
actuación podrían ser mucho más fatídicas que las intrínsecas a este nuevo mecanismo. La Unión ha desa-
rrollado un plan de acción como hemos visto para intentar paliar al máximo los posibles daños colaterales 
que pueda haber y proteger al máximo a los ciudadanos de los países infractores. Se trata de un mecanismo 
con garantías aunque entrañe ciertos riesgos. A falta de soluciones ideales, instrumentos de la UE como la 
condicionalidad de los fondos para la defensa del Estado de Derecho pueden ajustarse a la realidad política 
del desafío y ser nuestra única opción para combatir de una vez por todas esta situación. 
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Conclusiones

Una vez finalizado este trabajo de investigación, pasemos a tratar de dar respuesta a las preguntas que han 
sido objeto de estudio en este trabajo y a formular unas conclusiones finales. 

En primer lugar, respondiendo a la cuestión de por qué los EEMM no cumplen con las responsabilidades 
que asumieron al entrar en la UE, podemos corroborar que la respuesta tiene que ver efectivamente más con 
una falta de voluntad política que con la propia inaptitud de los mecanismos establecidos. Algunos estados, 
basados en sus propios intereses individuales, han tratado durante todo este tiempo de retrasar el momento 
de aplicación de sanciones en favor del Estado de Derecho. 

No es menos cierto que, en determinadas ocasiones, la propia forma en la que está constituida la Unión 
así como los procesos necesarios para la toma de decisiones en el seno de la misma pueden suponer un 
problema añadido para el avance en ciertas políticas. Tanto la protección de los gobiernos autócratas en el 
Parlamento como las votaciones por unanimidad en el Consejo han hecho que durante mucho tiempo no 
se hayan podido dar respuestas eficaces a las vulneraciones del Estado de Derecho que han llevado a cabo 
países como Polonia y Hungría. Mecanismos como el artículo 7 TUE no han resultado eficaces por su difícil 
puesta en marcha, algo que los gobiernos iliberales han aprovechado para su propio beneficio en el avance 
de sus políticas en contra de los valores fundamentales de la Unión. La adopción de mecanismos laxos y de 
diálogo como el Marco del Estado de Derecho tampoco han ayudado en esta lucha. La falta de coercitividad 
junto con actuaciones basadas en esperar una respuesta favorable por parte de EEMM infractores no han 
hecho más que alargar el problema durante más tiempo y sumir a la propia Unión en una mayor ineptitud. 

La realidad es que, por mucho que la UE esté dispuesta a establecer mecanismos e instrumentos que puedan 
combatir el Estado de Derecho, sin un verdadero compromiso por parte de los actores nacionales la misma 
poco puede hacer. Quizá la única alternativa real y efectiva que se puede permitir la Unión para poder poner 
fin a este problema es el establecer un mecanismo sancionador con una puesta en marcha más sencilla que 
la propia del artículo 7 TUE. Es esta la razón por la cual la condicionalidad de los fondos de la Unión al Estado 
de Derecho puede resultar ser la respuesta definitiva para solucionar esta crisis dentro de la UE.

La condicionalidad ha sido una forma de actuación y presión política durante largo tiempo en el seno de las 
relaciones tanto internas como externas de la Unión. No es algo nuevo: la condicionalidad es intrínseca a la 
propia condición de estado miembro, que debe respetar unos valores y estándares democráticos para poder 
formar parte del club. Seguir exigiendo que los Estados Miembros respeten estos valores y cumplan con las 
responsabilidades y deberes a los que se comprometieron al unirse a la Unión es fundamental. La falta de 
compromiso por parte de algunos países en esta labor puede resultar fatídico para el futuro de la propia 
Unión. Es por ello que el seguir manteniendo un cierto grado de condicionalidad o de exigencia a los EEMM 
de cumplimiento de las responsabilidades que asumieron debe ser entendido y apoyado por los propios 
gobiernos nacionales. No se puede seguir permitiendo una situación en la cual los EEMM se benefician del 
sistema económico de la Unión, de los fondos y ayudas que la misma presta a los estados, así como de los 
beneficios que reporta el mantenerse dentro del mercado único europeo sin luego luchar por el manteni-
miento del orden democrático y el respeto al Estado de Derecho dentro de la Unión. Los EEMM tienen el 
derecho de aprovechar los beneficios que reporta estar en club como es la Unión Europea, pero también 
deben cumplir con sus obligaciones como miembros de dicho club.

Dando por fin una respuesta a la pregunta de investigación objeto de este trabajo de por qué la Unión Euro-
pea ha optado por un instrumento como la condicionalidad de los fondos para hacer cumplir a los EEMM 
con el Estado de Derecho, podemos decir que es debido a la falta de capacidad punitiva real que tiene la 
Unión para castigar a los estados infractores.

La condicionalidad de los fondos al respeto del Estado de Derecho es el instrumento ideal para poder esta-
blecer sanciones eficaces a los estados integrantes de la Unión y luchar de una vez por todas contra la crisis 
del Estado de Derecho que está teniendo lugar en la Unión Europea. Los países infractores se mantienen 
dentro de la misma porque son los principales beneficiarios económicos de los fondos de la UE. La mayoría 
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de las políticas de estos países se sustentan con el flujo económico que les llega desde Bruselas. Esto, sumado 
a la situación actual de la COVID-19 que ha afectado de manera directa a numerosos países, hace que los 
EEMM necesiten más que nunca estos fondos. El someter a los Estados Miembros a que de una vez por todas 
respeten el Estado de Derecho bajo la amenaza de dejar de recibir estas ayudas económicas podrá acabar 
con la confianza que tienen los EEMM infractores de seguir actuando según sus propios ideales basándose 
en la falta de reacción o respuesta por parte de la UE. 

La condicionalidad se presenta, por tanto, como el instrumento capaz de cambiar la crisis democrática y de 
Estado de Derecho que se lleva viviendo durante largos años dentro de la Unión. Es un instrumento correcta-
mente fundado y con respaldo legal y jurídico. El mismo se ha construido sobre un procedimiento con vistas 
a no prolongarse más de lo necesario, algo en lo que ha fallado la UE en casos anteriores, además de tratar de 
reducir al mínimo posible las posibilidades de que el mismo no pueda ser puesto en marcha por discrepan-
cias políticas en el seno del Consejo. Al haber establecido que su aprobación se realizará mediante mayoría 
cualificada, la UE conseguirá sortear los vetos en el seno de esta institución que han sido la razón por la cual 
la Unión se ha visto incapaz de poder responder de manera eficiente a las violaciones del Estado de Derecho.

Aún queda mucho por perfilar en este instrumento novedoso, así como ver de qué manera va a funcionar 
realmente en la práctica, pero a priori parece ser el mecanismo que podría solventar de una vez por todas 
las infracciones del Estado de Derecho. La UE a través de la aprobación del mismo ha dado un paso al frente 
lanzando un mensaje de que la misma no seguirá subvencionando a estados infractores. Aún queda por 
ver de qué manera resolverá el TJUE el recurso de legalidad interpuesto por Polonia y Hungría, así como 
el compromiso político de los países a la hora de ponerlo en marcha en la práctica, para poder decir que 
efectivamente la Unión ha encontrado la solución definitiva en esta larga lucha por la defensa de los valores 
fundamentales de la UE. 
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